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RESUMEN 

La presente investigación titulada: Preclusión procesal y principio de igualdad de 

armas, Corte Suprema del Perú, 2015-2020 tuvo como objetivo general analizar de 

qué manera se relacionan los principios de preclusión procesal e igualdad de armas 

en la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia del Perú, en el periodo 

2015 al 2020. 

Se realizó una investigación teórica con enfoque cualitativo y se empleó el diseño 

no experimental, transversal, de Teoría Fundamentada. Las técnicas empleadas 

para el recojo de datos fueron el análisis de documentos y la entrevista. Como 

instrumentos fueron utilizados la guía de análisis de fuentes doctrinales, la guía de 

análisis de normas nacionales, la guía de análisis de sentencias y la guía de 

entrevista. 

Los resultados obtenidos mostraron que el principio de preclusión ordena y 

organiza el contradictorio procesal, a través de las etapas y fases del proceso; en 

tanto que el principio de igualdad de armas persigue garantizar a las partes iguales 

posibilidades para el ejercicio de derechos y facultades previstas en la legislación 

procesal penal. Como conclusión general se determinó que los referidos principios 

comparten la misma naturaleza, es decir, son mandatos de optimización que 

adoptan una relación de implicación y complementariedad. 

Palabras clave: Preclusión Procesal, Principio de Igualdad de Armas, proceso 

penal. 
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ABSTRACT 

This research entitled: Preclusion procedural and the principle of equality of arms, 

Supreme Court of Peru, 2015-2020 had as a general objective to analyze how the 

principles of procedural preclusion and equality of arms are related in the criminal 

jurisprudence of the Supreme Court of Peru. Justice of Peru, in the period 2015 to 

2020. 

A theoretical investigation with a qualitative approach was carried out and the non-

experimental, cross-sectional design of Grounded Theory was used. The 

techniques used for data collection were document analysis and interview. The 

instruments used were the guide for the analysis of doctrinal sources, the guide for 

the analysis of national norms, the guide for the analysis of sentences, and the 

interview guide. 

The results obtained showed that the preclusion principle orders and organizes the 

procedural contradictory, through the stages and phases of the process; while the 

principle of equality of arms seeks to guarantee equal possibilities to the parties to 

exercise the rights and powers provided for in criminal procedural legislation. As a 

general conclusion, it was determined that the aforementioned principles share the 

same nature, that is, they are optimization mandates that adopt a relationship of 

implication and complementarity. 

Keywords: Procedural Preclusion, Principle of Equality of Arms, criminal process 
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I. INTRODUCCIÓN

En el proceso penal existen ciertos principios que son de mucha importancia

y que constituyen los ejes centrales del modelo acusatorio adversarial. Estos

principios, entre otros, que constituyen el contenido esencial del debido

proceso penal, son el de preclusión procesal y el de igualdad de armas, ambos

tendientes a compensar el desequilibrio que se presenta entre la fiscalía y la

defensa, ya sea durante las etapas previas al juicio o durante el desarrollo del

mismo, pudiendo darse este último ante un juzgado unipersonal o ante un

juzgado colegiado, según el tipo de delitos o por la gravedad de los mismos.

Según Alvarado (2018), el principio de preclusión procesal establece un orden

secuencial para el desarrollo de los actos procesales dentro de las etapas y

fases del proceso penal. Asimismo, esta figura procesal puede ser

conceptualizada de dos maneras: en primer lugar, como un sistema que

organiza y ordena el contradictorio procesal, y, en segundo lugar, como una

categoría que establece los supuestos en los que opera la preclusión dentro

de cada momento procesal (p. 340).

Según Beriain y Pérez (2019), la igualdad de armas como principio procesal

penal garantiza que las partes dispongan de las mismas posibilidades

procesales en los diferentes momentos de la actividad probatoria, a fin de

lograr el resultado que se pretende obtener desde la perspectiva de cada una

de las partes. En otras palabras, la igualdad de armas asegura que las partes

procesales ostenten los mismos derechos y que afronten las mismas cargas,

en igualdad de condiciones, sin que existan privilegios o desigualdades que

favorezcan a una de ellas (p. 551).

A nivel internacional se pudo observar que aun cuando en muchos países no

se usan los mismos términos para referirse a las categorías de preclusión

procesal e igualdad de armas, es posible referirnos a ellas sobre la base de

ciertos criterios relacionados con su naturaleza jurídica. En el caso de

Colombia, de acuerdo con la legislación procesal penal vigente y la

jurisprudencia penal de la Corte Constitucional, se deduce que la preclusión

es incompatible con el principio de igualdad procesal, toda vez que se trata de

una figura cuya titularidad le corresponde casi de forma exclusiva a la fiscalía,



2 

excluyendo a la defensa en lo que respecta a la posibilidad de solicitarla, dado 

que en la actualidad, su acceso es restringido, constituyendo un menoscabo 

no justificado al principio de igualdad entre las partes (Acosta, 2018, pp. 134-

136). 

En países como España, según Moratto (2019), la categoría de la preclusión 

no aparece como tal, sino que en la legislación procesal penal se establece el 

sobreseimiento con sus respectivas causales, las cuales producen distintos 

efectos. Así, se observó que, al término de la investigación, la defensa puede 

participar para que, si lo considera pertinente, se pronuncie respecto del 

sobreseimiento. Asimismo, agrega el citado autor que en el España no existe 

uniformidad de criterios respecto a su contenido, alcance y conceptualización, 

lo que trae como consecuencia, errores conceptuales que obstaculizan su 

implementación judicial (p. 13).  

De igual forma, en México, se observó ciertas restricciones en la aplicación 

del principio de igualdad procesal, tal es el caso de los investigados o 

procesados por delitos graves o en los casos de personas acusadas por 

delincuencia organizada, donde no se otorgan las mismas oportunidades 

procesales para ofrecer y actuar pruebas. En este sentido, se puede afirmar 

que en el proceso penal mexicano no se respeta la igualdad entre las partes, 

y, por ende, se produce un menoscabo de los derechos fundamentales de las 

referidas personas (Santacruz, 2017, p. 141).  

En el caso de Perú, de acuerdo con Pérez (2018), en el actual modelo 

procesal, el fiscal, debido a que ostenta la exclusividad de la persecución 

penal, olvida su rol constitucional de vigilar la legalidad, lo que trae como 

consecuencia el menoscabo del principio de igualdad procesal. Cabe destacar 

que, nuestro modelo procesal penal, por mandato constitucional, otorga al 

fiscal la responsabilidad de la investigación del delito, así como también la 

representación a la sociedad en juicio. Por esta razón, es evidente la 

presencia de un desequilibrio en la disponibilidad de medios que garanticen 

un verdadero contradictorio procesal (pp. 102-104). 

Ahora bien, es cierto que el artículo IX del Título Preliminar del Código 

Procesal Penal, al referirse al derecho de defensa establece que toda persona 
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tiene derecho a participar en igualdad de condiciones en la actividad 

probatoria; sin embargo, en la realidad se observan muchos casos en los que 

únicamente son prerrogativas de la fiscalía, más no así de la defensa. Así, por 

ejemplo, el fiscal tiene facultades para realizar allanamientos o incautación de 

bienes, más no así la defensa. El fiscal puede formular acusación directa o 

impugnar decisiones judiciales que afectan al procesado, generando un 

desequilibrio en la igualdad procesal (Pérez, 2018, pp. 104-106). 

Entre las múltiples causas del problema, se detectaron las siguientes: 1) la 

fiscalía conserva frente a la defensa algunos privilegios que por mandato legal 

le corresponde únicamente al órgano persecutor del delito; 2) la defensa del 

acusado tiene una esfera de investigación restringida, en comparación con la 

de la Fiscalía, quien puede ejecutar actos de investigación, y es más, posee 

facultades coercitivas que le confiere la norma procesal penal; y 3) en nuestro 

sistema procesal penal, el fiscal conduce la investigación del delito, 

disponiendo los actos de indagación que considere pertinentes. 

Ahora bien, como consecuencias se pudieron detectar: 1) el desequilibrio en 

la actividad probatoria en desmedro de los derechos y facultades que le 

asisten a la defensa en virtud del principio de igualdad reconocido por nuestra 

Carta Magna; y 2) la vulneración de garantías procesales, en especial de la 

preclusión procesal y la igualdad de armas, consideradas de gran importancia, 

en razón a que constituyen los criterios orientadores de la acción penal; y un 

desbalance en los mismas, supondría un desconocimiento de los principios 

que caracterizan al sistema adversarial adoptado por nuestro sistema 

procesal vigente. 

Así las cosas, el problema que fue objeto del presente estudio se formuló en 

los siguientes términos: ¿De qué manera se relacionan los principios de 

preclusión procesal e igualdad de armas en la jurisprudencia penal de la Corte 

Suprema de Justicia del Perú, en el periodo 2015 al 2020? 

Por ello la presente investigación se orientó a encontrar soluciones al 

problema planteado, a través de la delimitación conceptual de las categorías 

preclusión procesal e igualdad de armas; mediante el análisis de su regulación 

normativa y de sus fundamentos; así como del análisis comparado de ambas 
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figuras procesales a partir de la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de 

Justicia del Perú. 

La realización del presente estudio se justificó por varias razones. En el ámbito 

teórico, existió la necesidad de conocer de qué manera se relacionan los 

principios de preclusión procesal e igualdad de armas en el proceso penal 

peruano, de modo que los hallazgos encontrados son automáticamente 

incorporados al campo gnoseológico de la ciencia jurídica. En el ámbito 

práctico, los resultados obtenidos permiten mejorar la comprensión de los 

principios procesales preclusión procesal e igualdad de armas, para garantizar 

de algún modo la equidad en el proceso. En el ámbito metodológico, la 

investigación constituye un aporte importante, dado que combinó las pautas 

orientadoras de la ciencia (método científico) y la metodología propia de las 

investigaciones jurídico-teóricas con enfoque cualitativo. Con este propósito 

se emplearon métodos generales como el inductivo y el analítico, y métodos 

específicos, tales como el dogmático y el hermenéutico-jurídico. Finalmente, 

el tema elegido resultó viable, porque se cumplió con su realización en el 

tiempo previsto en el plan de investigación. 

De acuerdo a lo expuesto, el objetivo general que se planteó en esta 

investigación fue analizar de qué manera se relacionan los principios de 

preclusión procesal e igualdad de armas en la jurisprudencia penal de la Corte 

Suprema de Justicia del Perú, en el periodo 2015 al 2020. En atención a este 

objetivo general, se esbozaron como objetivos específicos:  1) analizar la 

regulación  del principio de preclusión procesal en el Código Procesal Penal 

peruano; 2) analizar los fundamentos que rigen el principio de preclusión en 

el proceso penal peruano;  3) analizar la aplicabilidad del principio de 

preclusión en el proceso penal peruano a partir de la jurisprudencia nacional; 

4) analizar la regulación del principio de igualdad de armas en el Código 

Procesal Penal peruano; 5) analizar los fundamentos que rigen el principio de 

igualdad de armas en el proceso penal peruano; y 6) analizar la aplicabilidad 

del principio de igualdad de armas en el proceso penal peruano a partir de la 

jurisprudencia nacional. 
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II. MARCO TEÓRICO

En cuanto a los antecedentes de la investigación, en el ámbito nacional, se

resalta el estudio realizado por Pérez (2018), quien en su tesis referenciada

concluyó que las facultades procesales que posee el fiscal son incompatibles

con la garantía de la igualdad procesal, dado que, en una misma institución

convergen tanto intereses públicos como los intereses de la víctima (p. 161).

Asimismo, García (2019) en su investigación de tipo no experimental se

orientó a demostrar la existencia de una transgresión al principio de igualdad

procesal. Después de aplicar entrevistas y encuestas a cinco operadores del

derecho conocedores de la materia, concluyó que, en efecto, se produce

infracción al principio de igualdad procesal, dado que el Ministerio Público

tiene facilidades de acceso y proximidad a los peritos, así como también por

la inobservancia de las reglas procesales (p. 50).

De igual forma, Pérez (2019) en su tesis se orientó a determinar si se afecta

la igual procesal cuando existe concurrencia simultánea del denunciante y del

agraviado durante las diligencias preliminares en investigaciones por delitos

cometidos por funcionarios públicos. En dicho estudio se llegó a concluir que

se afecta la igualdad procesal de los imputados en las diligencias preliminares

del proceso penal, cuando concurren simultáneamente el denunciante y el

agraviado, situación que ha sido establecida por la Ley N° 30076 (p. 112).

Por su parte, Muñoz (2019) en su tesis referenciada concluyó que los actos

de investigación realizados de forma suplementaria en la etapa intermedia

contravienen el principio de preclusión, dado que estos se realizan al margen

de los plazos previstos en la norma procesal (p. 126).

Lozano y Ramírez (2018) en su investigación referenciada, concluyó que la

administración de justicia es factor clave para el desarrollo de nuestro país,

motivo por el cual el Poder Judicial como ente que tiene la potestad de

realizarla, debe adecuar su estructura para garantizar el cumplimiento de sus

objetivos básicos, esto es, la solución de los conflictos y lograr la confianza de

la sociedad, siendo necesario para ello, el respeto de los principios

procesales, dentro de los cuales se pone énfasis en el principio de preclusión,
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el cual permite la realización de un proceso sistemático, ordenado y célere 

que coadyuve a una eficaz administración de justicia (p. 75). 

Por último, Martín (2018) en su tesis referenciada llegó a la conclusión de que 

el principio de igualdad entre las partes es esencial para efectividad del 

contradictorio procesal y que tiene como propósito garantizar a las partes 

idénticas posibilidades de actuación tanto en la etapa de investigación con el 

juicio oral (p. 146). 

En el ámbito internacional, Diez y Vivares (2020) en su estudio se orientó a 

dar respuesta si la defensa del acusado puede solicitar la realización de actos 

investigación considerados complejos conforme a la legislación procesal 

penal colombiana. En dicho estudio se concluyó que la ley procesal vigente 

garantiza el principio de igualdad procesal, en un contexto en el que se 

contraponen dos intereses, el del acusador privado y el de la defensa (p. 338). 

Por su parte, Moratto (2019) en su estudio teórico-conceptual y analítico 

jurisprudencial, concluyó que la igualdad procesal como principio ordena la 

optimización de la igualdad material entre el órgano persecutor y la defensa 

técnica del investigado en lo que concierne a derechos y garantías previstas 

en la normativa procesal, de forma que ambas partes tengan las mismas 

oportunidades para la preparación y presentación de su caso ante el órgano 

judicial respectivo (p. 79). 

Asimismo, Acosta (2018) en su estudio analítico sobre la regulación legal de 

la preclusión en el sistema penal colombiano, concluyó que la preclusión es 

una figura procesal que por mandato legal puede ser invocada casi de manera 

exclusiva por la fiscalía; estando vedada esta facultad para la defensa, pues 

esta última solo puede acceder en escasas oportunidades y por ciertas 

causales (p. 136). 

Por otra parte, Luengas et al. (2017) en su investigación que tuvo como 

objetivo determinar si el rol que cumplen tanto el Fiscal como el inculpador 

privado vulnera el principio de igualdad procesal, concluyó que el 

reconocimiento de facultades probatorias a favor de la fiscalía, trastocan el 

equilibrio del proceso, y con ello, una vulneración directa al principio de 

igualdad procesal (p. 84). 
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Santacruz (2017) en su estudio cuya finalidad fue realizar un análisis sobre el 

principio de igualdad entre las partes procesales, concluyó que, en el proceso 

penal mexicano, no se evidencia la aplicación del referido principio, 

fundamentalmente porque no se dota de las mismas oportunidades para 

aportar, ofrecer, actuar y contradecir las pruebas, sobre todo en los casos de 

personas acusadas de crimen organizado (p. 144). 

Las teorías que fundamentan la presente investigación son la teoría general 

del proceso, la cual estudia los conceptos y principios generales o comunes a 

cualquier tipo de proceso, sea penal, civil, laboral, administrativo, etcétera; 

conceptos como, por ejemplo, la acción, la prueba o la sentencia (Universidad 

Interamericana para el Desarrollo, 2021); la teoría general del delito que 

estudia los aspectos que caracterizan a cualquier conducta para ser 

contemplada como delito, pudiendo tratarse, en un caso concreto, de un 

homicidio simple, un robo, una usurpación o un peculado; es decir, existen 

rasgos que son generales a todos los delitos y otros que permiten 

diferenciarlos (Muñoz, 2020), al margen de que una conducta esté tipificada 

como delito en una norma penal, se necesitará de la teoría del delito para 

establecer, en el caso concreto, si tal conducta configura o no un tipo penal 

(Calderón, 2017, p. 2); la teoría de la relación jurídica, según la cual el proceso 

establece la existencia de una relación de carácter procesal entre todos los 

que intervienen, creando derechos y obligaciones para cada cual, pero 

teniendo todos, un mismo fin: la actuación de la ley (Brodermann, 2016, p. 

257); en la relación jurídico-procesal, los sujetos realizan los actos procesales 

que les compete, siguiendo un orden lógico, cronológico y predeterminado, de 

forma que en el desarrollo del proceso, los actos procesales están distribuidos 

con gran precisión en el tiempo y en el espacio, y que la inobservancia de las 

reglas concernientes a la posición de estos actos, trae como consecuencia la 

pérdida del poder, de la facultad de realizar  un acto procesal determinado, es 

decir, precluye la facultad de las partes; y por último, nos referimos a la teoría 

de la justicia de John Rawls, según la cual, la igualdad entre las partes se halla 

vinculada al concepto de justicia, y esta última será reconocida como tal, 

siempre y cuando garantice que las personas no resulten beneficiadas o 
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afectadas por hechos ajenos a su voluntad, es decir, por circunstancias 

extrañas a sus propias decisiones (Santacruz, 2017, pp. 138-139). 

Las bases teóricas de la presente investigación están orientadas a abordar las 

categorías objeto de estudio, igualdad de armas y preclusión procesal en el 

proceso penal peruano, básicamente, en lo que se refiere a su definición, sus 

fundamentos y la relación que se da en entre ambas a partir de las referencias 

legislativas, doctrinales y jurisprudenciales. 

En primer lugar, se aborda la categoría preclusión procesal. Gramaticalmente, 

el Diccionario de la lengua española (2021) define al término preclusión como 

el carácter del proceso, según el cual el juicio se divide en etapas, donde cada 

una de ellas pone fin a la anterior sin posibilidad de modificarla. De forma 

similar, el Diccionario panhispánico del español jurídico (2020) lo define como 

pérdida de oportunidad de realizar un acto procesal por intentarse fuera del 

plazo. Dicho de otro modo, cada acto procesal debe concretarse en la fase o 

etapa que tenga asignada; caso contrario se pierde la oportunidad de alegar 

hechos o fundamentos jurídicos. 

Desde el punto vista de la doctrina, son varios los autores que han abordado 

la figura de la preclusión. Así, Vallines (2016, p. 2) la define como la extinción 

de potestades, derechos o facultades procesales no ejercitadas por las partes 

involucradas o que pueden involucrarse en un proceso penal determinado. 

Por su parte Morales señala que, por el principio de preclusión, el proceso se 

organiza por etapas, las que se van sucediendo de manera secuencial; de 

modo que los actos procesales de las partes deben realizarse en momentos 

o periodos asignados; de no ser así, se pierde la oportunidad para presentar

hechos, aportar medios de investigación o de prueba, o formular alegaciones 

(como se citó en Gómez, 2018, p. 76). 

Según Peyrano, la Preclusión Procesal en líneas generales tiene por finalidad 

lograr un orden en el desarrollo del proceso judicial, y a su vez, asegurar su 

normal desenvolvimiento en cuanto permite establecer etapas concluyentes 

sin posibilidad de retrotraerlas en el marco de un cause ordinario (como se 

citó en Hurtado, 2020, p. 35). 
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El concepto legal de preclusión se formula a partir de las estipulaciones 

contenidas en el Código Procesal Penal, donde encontramos una referencia 

explícita en los artículos 153, inciso 2 y 154, inciso 3 del Código Procesal 

Penal. Asimismo, dado que esta categoría procesal se manifiesta en las fases 

y etapas del proceso penal, no es imprescindible que exista en la legislación 

procesal en forma expresa, basta que la estructura del proceso penal la 

origine. 

La preclusión en el proceso penal constituye un imperativo de que los actos 

procesales sean realizados en las fases o etapas procesales respectivas; 

caso contrario, se extinguirá la facultad de realizarlos o, su realización 

carecerá de efecto alguno. En este orden de ideas, todo elemento probatorio 

debe ser aportado en el momento o en la oportunidad que establece la ley, 

esto es, en momento del ofrecimiento, dentro del término que la ley otorga a 

las partes, por ejemplo, dentro de los diez días de haber sido notificado con el 

requerimiento acusatorio (art. 350, inc. 1, del Código Procesal Penal) o dentro 

de los cinco días de notificada la resolución que admite la apelación y otorga 

cinco días para ofrecer medios probatorios (art. 421, inc. 2 del Código 

Procesal Penal). De tal manera que las pruebas que pudieron ofrecerse dentro 

de un cierto tiempo y no lo hicieron, ya no pueden ser admitidos, a menos que 

se trate de nueva prueba (art. 373° del Código Procesal Penal). En 

consecuencia, si las partes no ofrecieron sus medios probatorios en las 

oportunidades fijadas por ley, pierden su derecho procesal de realizarlo. 

Sobre la categoría en estudio, existen pronunciamientos de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia, a través de la Sentencia de 

Casación N° 21-2019/Arequipa, FJ 5 (p. 6) y la Casación N° 1618-

2018/Huaura, fundamento 9.3 (p. 11), en los que ha enfatizado sobre la 

necesidad de que los actos procesales se lleven a cabo en su debido 

momento; caso contario se pierde la oportunidad para realizarlos. En el mismo 

sentido, se ha pronunciado la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de 

Justicia en el Recurso de Nulidad N° 1731-2015/Cajamarca, FJ 5 (pp. 4-5). 

Sobre el mismo tema, la Sala Penal Nacional (2017, p. 6) ha sostenido que la 

preclusión constituye un mecanismo orientado a ordenar y organizar el 
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contradictorio en cada fase y/o etapa procesal. En este sentido, la preclusión 

constituye un límite temporal para el ejercicio de facultades procesales, con lo 

que se garantiza el avance del proceso y se evita dilaciones indebidas que 

afectan principios como el de economía y celeridad procesal. 

De lo expresado líneas antes, se pone en evidencia que es característica 

esencial de todo proceso penal, entendido como un conjunto de etapas 

articuladas entre sí para un fin determinado, el que se cumpla cada una de 

ellas de forma ordenada y forzosa, no pudiendo las partes o el juez repetir las 

ya acontecidas o adelantar las venideras, pues el principio de preclusión 

procesal se convierte en barrera infranqueable para las partes y el juez 

respecto del cumplimiento de cada una de las etapas. 

La preclusión es pues, la extinción, pérdida o consumación de una facultad 

procesal originada por tres supuestos operativos, a saber: A decir de Gandulfo 

(2009), la primera situación conocida también como preclusión por falta de 

oportunidad que se produce cuando un acto o diligencia no se realiza en la 

oportunidad que fija la ley. La segunda situación conocida también como 

preclusión por incompatibilidad que se origina cuando se realiza algún acto 

incompatible con otro. La tercera situación conocida también como preclusión 

por consumición se refiere a que el interviniente que cumplió con realizar un 

acto procesal, queda impedido de repetir el acto o modificarlo; 

independientemente de la corrección o no del acto practicado, y de que se 

produzca o no, el agotamiento o consumación de la misma (p. 157). 

Según Peñaranda (2011), existe preclusión por pérdida y preclusión por 

extinción. En primer lugar, la primera de ellas se da por inactividad y por 

actuación fuera del plazo. Se estará frente al primer supuesto cuando emitida 

la sentencia, el sujeto legitimado deja pasar el plazo y no ejercita su derecho 

subjetivo de apelación; y si por ejemplo se ejercita la apelación después de 

vencido el plazo, se estará ante un caso típico de actividad extemporánea. En 

segundo lugar, la preclusión por extinción se da en dos situaciones, a saber: 

1) Por incompatibilidad y 2) Por eventualidad (p. 10).

Desde otra parte, la preclusión presenta ciertos requisitos, constituidos por la 

presencia de sus cuatro presupuestos y de una de las causales previstas en 
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la legislación procesal. En primer lugar, los presupuestos son: a) la existencia 

de un poder jurídico otorgado por la ley a un determinado sujeto; b) la vigencia 

efectiva de ese poder; c) el no ejercicio del poder; y d) un concreto proceso 

en curso. En segundo lugar, las causas de la preclusión están constituidos por 

los hechos que, de acuerdo a ley, extinguen el poder otorgado (Vallines, 2016, 

p. 3). En nuestra norma procesal penal, el legislador ha obviado el

establecimiento de causales de preclusión. 

Según Robles (2019), la preclusión procesal presenta dos fundamentos: el 

primero, el fundamento constitucional prescrito en el Art. 138 de la 

Constitución Política del Perú, la que reconoce la legalidad procesal; mientras 

tanto, el segundo, el fundamento procesal penal previsto en varios artículos 

del Código Procesal Penal, donde se establecen las formalidades que deben 

ser respetadas por las partes procesales. 

A decir de (Vallines, 2016, p. 9), el principio de preclusión tiene como uno de 

sus principales fundamentos a la seguridad jurídica, dado que, con esta, es 

posible establecer ciertos límites a la situación de incertidumbre que se origina 

por el ejercicio de sus facultades jurídico-procesales. En este orden de ideas, 

otros estudios consideran, además del principio mencionado líneas antes, el 

principio de eventualidad, el principio dispositivo, el principio de impulso 

procesal, el principio de incompatibilidad y el principio de consumación. 

Es necesario subrayar que es posible considerar dos tipos de preclusiones: 

absoluta y relativa. La primera que se refiere a la facultad procesal para 

formular alegaciones, interponer recursos, ofrecer medios probatorios, deducir 

excepciones, se extingue en su totalidad. La segunda, en la preclusión relativa 

se prevé la eventualidad de ejercitarla más adelante en otra instancia, etapa 

o fase procesal, incluso dentro de la misma instancia, a través de un medio

extraordinario (Gandulfo, 2009, pp. 139-140). 

Según Kovarsky, L. (2016) existen dos formas de preclusión: preclusión de 

reclamos y preclusión de la cuestión. La primera, conocida también como Res 

judicata, prohíbe demandas que involucren la misma causa de acción y las 

mismas partes si el tribunal ha dictado una sentencia definitiva sobre el fondo. 

Por su parte, la preclusión de la cuestión (Estoppel colateral), prohíbe que se 
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vuelva a litigar el mismo asunto de hecho o de derecho. Para quedar 

impedido, la cuestión de hecho o de derecho debe haber sido necesaria para 

la decisión del antecedente. 

En segundo lugar, se aborda el principio procesal penal de igualdad de armas. 

En palabras de Santacruz (2017), el referido principio debe entenderse como 

facultades o prerrogativas de las que disponen las partes procesales para 

lograr su participación efectiva en la actividad procesal, así como para 

contradecir las decisiones de la autoridad fiscal o judicial (p. 144).  

La igualdad de armas tiene como finalidad corregir el desequilibrio que en la 

práctica conlleva la persecución penal respecto del imputado. Por esta razón, 

se requiere, por un lado, garantizar a la defensa el acceso a los recursos y 

medios de investigación y de prueba y, por otro, evitar que se le otorgue 

facultades al fiscal que acentúen aún más el desequilibrio existente (Trejo, 

2017, p. 295).  A decir de Castro (2017), en atención al referido principio, las 

partes procesales cuentan con la posibilidad de acceso a todos recursos 

disponibles, según el objetivo que cada cual persiga (p. 99). 

Gómez (2018) señala que el principio procesal penal de igualdad de armas 

significa que el proceso penal se desarrolle con la intervención de las partes 

procesales situadas en un plano de igualdad, donde exista equilibrio respecto 

de oportunidades y cargas; caso contrario, si dentro del proceso y 

desconociendo principios básicos como los de proporcionalidad y 

razonabilidad, se le concede a una de las partes determinados privilegios, es 

evidente que se está atentando contra la esencia del principio de igualdad 

procesal (p. 75). 

La igualdad de armas tiene como esencia asegurar que las partes procesales 

dispongan de los mismos derechos y se enfrenten a las mismas cargas, en 

igualdad de condiciones, sin que existan preferencias o disparidades que 

favorezcan a una de ellas. Se trata de garantizar una igualdad efectiva al 

proveer a las partes de las mismas posibilidades procesales en la aportación 

de los hechos al proceso, en las alegaciones y en la prueba, a fin de lograr la 

efectividad del resultado que se quiere obtener (Beriain y Pérez, 2019, p. 551). 

Por su parte, Leak, S. R. (2021) al referirse al sistema de justicia penal 
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estadounidense señala que es necesario asignar un mayor número de 

impugnaciones perentorias a la defensa para mantener tanto la percepción de 

equidad tanto en el sistema judicial como en el ejercicio de las impugnaciones 

perentorias durante el juicio. 

Asimismo, Moratto, (2019) considera que, en el proceso penal, las partes 

procesales exhiben posiciones manifiestamente disímiles, donde la fiscalía, 

dado que dispone de la dotación de recursos, se sitúa en una posición más 

favorable que la defensa. Por esta razón se justifica el reconocimiento de 

facultades diferenciadas a favor de la defensa, y la exclusión de todas aquellas 

disposiciones que puedan agravar su situación, de modo que se pueda 

garantizar en cierta medida, la pretendida igualdad material (pp. 7-8). Por su 

parte, Vergara (2017) señala que el ente acusador posee facultades 

especiales, las mismas que están vedadas para la defensa (p. 14). 

Por otro lado (Santacruz, 2017, p. 138) afirma que la igualdad de armas en el 

proceso penal requiere de un sistema que garantice el contradictorio procesal. 

En efecto, lo que se busca es facilitar a las partes, el acceso a los medios y 

recursos que les permitan en igualdad de condiciones, el ejercicio eficaz de 

sus roles, ya sea como acusador o como defensa. Asimismo, el referido 

principio garantiza que los actos procesales se cumplan en un escenario 

donde se respeten principios básicos como el debido proceso, el 

contradictorio procesal, entre otros (p. 139). 

Es importante destacar que, en nuestro país, el principio de igualdad de armas 

se encuentra recogido en el Art. I, numeral 3, del Título Preliminar del Código 

Procesal Penal, pues preceptúa la posibilidad de las partes de intervenir en el 

desarrollo del proceso penal en igualdad de condiciones para ejercer sus 

derechos que prevé la Constitución y la normatividad procesal (Paredes & 

Sánchez, 2019, p. 123). 

En nuestro sistema procesal penal recae en el Ministerio Público la función de 

dirigir la investigación penal desde sus fases iniciales, realizando o 

disponiendo se lleven a cabo los actos de investigación de cargo y de 

descargo, desde luego, teniendo en consideración el principio de objetividad. 

De lo cual se concluye que no es posible conceder a la defensa o que esta 
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pueda exigir iguales poderes o facultades investigativas que el ente acusador. 

Sin embargo, nada impide que el investigado requiera al ente acusador, la 

realización de actos de investigación que estime pertinentes para la 

elucidación de los hechos, o que recurra al juez a través del mecanismo de la 

tutela de derechos.  

En relación a lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia a través de la Sala 

Penal Permanente en las Sentencias de Casación N° 53-2010/Piura, FJ 10.2 

y 10.3 (p. 7-8) y 864-2016 Del Santa, FJ 5.4 (p. 5), ha señalado la necesidad 

de que los jueces cautelen el derecho de las partes para que puedan participar 

en el desarrollo de la actividad procesal, sin más restricciones que las 

estrictamente necesarias. 

Sobre el mismo tema, el Tribunal Constitucional peruano a través de las 

sentencias recaídas en los Exp. N° 0606-2004-AA/TC Lima FJ 9 y Exp. N° 

003-2001-AI/TC y Exp. N° 006-2001-AI/TC FJ 2 (los dos últimos acumulados) 

ha establecido que el derecho a la igualdad reconocido en el inciso 2) del 

artículo 2° de la Carta Magna, no garantiza que siempre y en todos los casos 

se dispense un tratamiento igualitario. En efecto, lo que garantiza el principio 

constitucional de igualdad es que no se ocasionen diferenciaciones carentes 

de criterios de razonabilidad. Al respecto, Suxberger y de Amaral (2017) 

señala que la ejecución provisional de una sentencia penal constituye una 

conclusión inevitable del sistema acusatorio y de la cláusula del debido 

proceso, por lo que no estaría contraviniendo el principio constitucional de 

igualdad. 

Según Ronconi (2018), existen dos concepciones de igualdad. Una, la 

igualdad jurídica, en sus variantes, igualdad ante la ley o igualdad formal, y la 

igualdad como no discriminación. La otra, la igualdad real o igualdad como no 

sometimiento o no dominación. Sobre el particular, el Tribunal Constitucional 

peruano en el FJ 5 de su sentencia recaída en el Exp. N° 04101-2017-PA/TC 

Lima, señala que no en todos los casos la desigualdad constituye 

discriminación, pues, la igualdad se verá afectada siempre que el trato 

diferenciado adolezca de justificación y de razonabilidad. 
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En este orden de ideas, Omkar (2017) ha señalado que la obligación jurídica 

asumida en los procesos penales bajo el concepto de igualdad de armas en 

atención a lo establecido en el Convenio Europeo de derechos Humanos Art. 

6, se ha enunciado reiteradamente en el sentido de que exige que cada parte 

tenga una oportunidad para exponer y fundamentar su caso en igualdad de 

condiciones (p. 75). 

Es importante destacar que el ámbito procesal penal, el principio de igualdad 

de armas es una derivación de principio de igualdad ante la ley consagrado 

en el inciso 2 del artículo 2° de nuestra Carta Magna. Para Gimeno Sendra 

constituye un derecho constitucional la facultad que tienen las partes a 

intervenir en el proceso penal sin discriminación alguna y a disponer de las 

mismas posibilidades de contradictorio, prueba e impugnación (como se citó 

en Ruiz y Ponce, 2016, p. 167). 

Según Benavides (2019), la igualdad es un principio estructural de proceso 

penal, de modo que no es posible hablar de un auténtico proceso, si es que 

no se evidencia dos posiciones contrapuestas, y, en donde esas dos partes 

han de pregonar iguales posibilidades de actuación (p. 431). Del mismo modo, 

la igualdad debe ser entendida como equilibrio en las posibilidades de 

actuación de las partes procesales (Martín, 2016, p. 76). 

A decir de Moratto (2019), el Tribunal Constitucional español ha mostrado 

ambigüedad cuando ha hecho referencia al principio de igualdad de armas; 

tal es así que en algunas de sus sentencias ha señalado que esta categoría 

deriva del principio de contradicción; en otras, que esta es parte del contenido 

esencial de la tutela judicial efectiva, o que forma parte del derecho a un juicio 

justo; finalmente que se deriva del derecho de defensa (pp. 13-14). 

De acuerdo a lo expuesto hasta aquí, podemos advertir que preclusión 

procesal e igualdad de armas son dos figuras jurídicas que se encuentran 

estrechamente vinculadas, dado que ambas categorías comparten la misma 

naturaleza, es decir, son mandatos de optimización, adoptando una relación 

de implicación y complementariedad. Asimismo, mientras que la preclusión 

procesal se encarga de ordenar y organizar el contradictorio procesal; la 

igualdad de armas persigue dotar a las partes de medios y oportunidades 
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equilibradas para ejercer sus derechos de manera eficaz durante todas las 

etapas y fases del proceso penal. 

A continuación, se aborda la contextualización del problema en sus diversos 

aspectos. En cuanto al contexto histórico se señala que, en el caso peruano, 

los códigos que han regulado el proceso penal son en número de cinco, y que, 

de manera directa o indirecta, han abordado las categorías objeto de estudio. 

Así tenemos, el Código de Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863 de 

tendencia inquisitiva, el cual presenta como uno de sus principales rasgos 

característicos la restricción de derechos a los procesados, sobre todo en la 

etapa del sumario. Por su parte, el Código de Procedimientos en Materia 

Criminal de 1920 que adoptó un sistema mixto con inclinación al sistema 

acusatorio, donde el fiscal es el encargado de conducir la investigación penal. 

En este orden, el Código de Procedimientos Penales de 1940 de tendencia 

inquisitiva, caracterizado básicamente por: (1) proceso penal dividido en las 

etapas de instrucción o periodo investigatorio y el juicio oral; (2) equiparación 

de los actos de indagación y los denominados actos de prueba; y (3) se 

privilegió la instrucción en desmedro del juicio oral. Ahora bien, el Código 

Procesal Penal de 1991, afiliado a un modelo acusatorio formal, cuya vigencia 

fue suspendida por la Ley N° 26299 del 30 de abril de 1994. 

Finalmente, nos referimos al Código Procesal Penal del 2004, adscrito al 

modelo acusatorio de tendencia adversarial, el cual establece un proceso 

penal dividido en tres etapas: investigación preparatoria, etapa intermedia y 

juicio oral. Además, nuestro sistema procesal penal incorpora un agregado de 

principios rectores que constituyen postulados o directrices para el juzgador, 

en su interpretación, integración y aplicación de las normas procesales. 

En cuanto al contexto político se aprecia que, las modificaciones a los códigos 

procesales, así como la promulgación de nuevos códigos se han realizado 

como respuesta a las exigencias de la sociedad, sobre todo por el incremento 

de la actividad delincuencial; llegando incluso a adoptar medidas que 

contravienen entre otros principios, el de igualdad procesal entre el ente 

acusador y la defensa. Es importante señalar que, dado el considerable 

incremento de la delincuencia, el legislador ha optado por otorgar facultades 
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extraordinarias al persecutor del delito y restringir algunos derechos del 

imputado. 

En lo que se refiere al contexto cultural se puede apreciar que, en nuestra 

sociedad peruana, la mayoría de los justiciables desconocen las normas 

procesales penales, por lo que es obvio que no son capaces de reclamar el 

cumplimiento de los plazos previstos o cuando se producen hechos que 

vulneran ciertos principios como la igualdad de armas. Por último, en el 

contexto social, se advierte que la gran mayoría de los nacionales desconocen 

las funciones tanto de los fiscales como de los jueces, por lo que resulta 

impensable asumir un rol protagónico en los procesos seguidos ante los 

juzgados y salas penales. 

Finalmente, se hace referencia a los supuestos teóricos esgrimidos respecto 

a las categorías abordadas. Así, en el contexto internacional, Moratto (2019) 

señala que, respecto al principio de igualdad procesal, no hay acuerdo en 

cuanto a su fundamento y alcance. Para algunos tratadistas, la referida 

categoría se deriva del juicio justo, mientras que, para otros, forma parte del 

principio general de igualdad; hay quienes consideran que integra el contenido 

del debido proceso y del derecho de defensa; y para otros, se deriva del 

principio de contradicción. Asimismo, un sector aduce que el único beneficiario 

es la defensa; mientras que el otro sector sostiene que los beneficios alcanzan 

también a la fiscalía y a las víctimas (p. 79). 

Por su parte, Trejo (2017) llega a sostener que la igualdad de armas constituye 

una derivación del modelo procesal acusatorio que tiene como propósito 

enmendar el desequilibrio que en la práctica acarrea la persecución penal 

para el procesado. Con tal propósito, es necesario no solamente dotar al 

imputado de los medios que permitan fortalecer su capacidad de defensa, sino 

también evitar el otorgamiento de facultades complementarias a favor de la 

Fiscalía que impliquen un nuevo desequilibrio para el procesado (p. 1). 

Por su parte, Vogler (2016), señala que el Estado es mucho más poderoso 

que los individuos, por lo que tales perspectivas solo pueden entenderse y 

salvaguardarse en un juicio penal colocando al estado bajo ciertas 

restricciones estructurales. El juicio público debe ser el centro de todo el 
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procedimiento. Esta primacía se logra mediante tres mecanismos procesales 

relacionados, que pueden considerarse los elementos estructurales 

esenciales del método contradictorio: 1) La ley debe impedir que el estado 

utilice su poder para aplicar presión psicológica o física para distorsionar el 

testimonio libre del individuo; 2) La ley debe impedir que el estado utilice sus 

recursos superiores para crear un juicio injusto; y 3) El individuo debe ser 

sujeto activo del proceso y no un simple objeto pasivo. 

Solís, V. M. (2020) pone énfasis en la importancia de establecer límites en la 

aplicación del derecho penal, de modo que existan garantías mínimas 

orientadas a evidenciar la efectividad de los derechos fundamentales de las 

personas y en especial de quienes son parte de un proceso penal. 
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III. METODOLOGÍA

3.1.  Tipo y diseño de investigación

Por su finalidad, la investigación es básica, conocida también como pura, 

teórica o fundamental (Fernández et al., 2015, p. 12), cuyo objetivo es 

obtener nuevos conocimientos sin un fin práctico específico e inmediato. 

Según su enfoque, la presente investigación es cualitativa. En palabras 

de Aranzamendi (2015, p. 148), la investigación jurídica cualitativa se 

orienta a describir y comprender una situación relacionada con el 

Derecho. 

Se empleó el diseño no experimental, transversal y de Teoría 

Fundamentada. Según Hernández-Sampieri y Mendoza (2018, p. 526), 

esta última tiene como propósito formular explicaciones respecto a un 

acción, fenómeno o proceso, circunscrito a un contexto determinado y 

desde la óptica de los participantes. A decir de Bonilla-García (2016), la 

Teoría Fundamentada es un método de investigación, donde el 

investigador se involucra en el proceso, a fin de comprender mejor el 

fenómeno objeto de estudio. Según Mercado, et al. (2019), en este 

modelo se identifican 4 etapas y 5 procesos a seguir, como se puede ver 

en la Figura 1. 

Figura 1: Pasos de la Teoría Fundamentada. 
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3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 

Categoría 1: Preclusión procesal.  

El Diccionario panhispánico del español jurídico (2020) lo define como la 

pérdida de oportunidad de realizar un acto procesal por intentarse fuera 

del plazo; de modo que cada acto procesal se debe realizar dentro de la 

fase o etapa que tenga asignada; caso contrario se pierde la oportunidad 

de alegar hechos o fundamentos jurídicos. 

             Subcategorías: 

1. Regulación normativa. La regulación normativa son disposiciones, 

normas o leyes procesales referidas al principio de preclusión, 

mediante las cuales se pretende regular la relación jurídico-procesal, 

para lograr la firmeza del proceso penal y al mismo tiempo asegurar 

la actuación de la ley. 

2. Requisitos de la preclusión. Son las exigencias para que se produzca 

la preclusión en el proceso penal, siendo estos los cuatro 

presupuestos de la preclusión y una de las causas de preclusión 

previstas en la ley (Vallines, 2016, 3). 

3. Tipos de preclusiones. Según Gandulfo (2009) se consideran dos 

tipos de preclusiones: una absoluta y otra relativa (pp. 139-140). 

4. Fundamento de la preclusión. A decir de Vallines (2016), la 

preclusión tiene su fundamento en el principio de seguridad jurídica 

(p. 9). 

5. La preclusión procesal en la jurisprudencia penal de la Corte 

Suprema de Justicia del Perú. La Corte Suprema ha emitido 

jurisprudencia respecto del principio de preclusión procesal en 

materia penal (Casación N° 1618-2018-Huaura, Casación N° 21-

2019-Arequipa, entre otras). 

Categoría 2: Principio de igualdad de armas.  

En palabras de Santacruz (2017), este principio debe entenderse como 

facultades o prerrogativas de las que disponen las partes procesales 

para lograr su participación efectiva en la actividad procesal, así como 
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para contradecir las decisiones adoptadas por el Fiscal o por el Juez (p. 

144). 

Subcategorías: 

1. Regulación normativa. La regulación normativa son las

disposiciones, normas o leyes procesales referidas al principio de

preclusión procesal penal que buscan situar en un plano de

equivalencia a las partes: la Fiscalía y la defensa.

2. Fundamento. El fundamento normativo del principio de igualdad de

armas en el proceso penal peruano se encuentra en el artículo 2,

inciso 2, de la Constitución Política del Perú y en los artículos I.3 y

IX.1 del Título Preliminar del Código Procesal Penal.

3. Dimensiones. La igualdad de armas ostenta una doble dimensión:

como principio objetivo y como derecho subjetivo.

4. Igualdad de armas en la jurisprudencia penal de la Corte Suprema

de Justicia del Perú. La Corte Suprema ha emitido jurisprudencia

sobre el principio de igualdad de armas (Casación N° 864-2016-Del

Santa, Recurso de Nulidad N° 1782-2018 Callao, entre otras).

Matriz de categorización. 

La matriz de categorización se encuentra construida en el Anexo N° 1, 

en el cual se tuvo en cuenta las categorías y subcategorías descritas. 

3.3. Escenario de estudio 

El escenario de estudio estuvo constituido por la Corte Suprema de 

Justicia del Perú, y específicamente por el Portal Web del Poder Judicial, 

de donde se descargaron las sentencias emitidas por las salas penales 

de la Corte Suprema de Justicia del Perú, durante los años 2015 al 2020. 

3.4. Participantes 

En la presente investigación, se tuvo como participantes a ocho (08) 

sentencias emitidas por las salas penales de la Corte Suprema de 

Justicia del Perú, durante los años 2015 al 2020. El criterio adoptado 
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para la selección de las sentencias ha sido que estas estén referidas 

directamente a las variables de estudio. 

Asimismo, participaron ocho (08) abogados penalistas, con 

independencia de su lugar de procedencia dentro del ámbito de la 

República del Perú. 

3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 

La técnica utilizada para el recojo de la información fue el análisis de 

documentos, a través del análisis de fuentes doctrinales, análisis de 

normas nacionales y análisis de sentencias. Esta técnica nos permitió la 

revisión, el análisis y la interpretación de las diversas fuentes 

documentales y que estuvieron referidas directamente a las categorías 

de estudio. De igual forma, se utilizó la técnica de la entrevista para el 

recojo de información de parte de abogados litigantes en el sistema 

penal acusatorio. 

Los instrumentos utilizados fueron la guía de análisis de fuentes 

doctrinales, la guía de análisis de normas nacionales y la guía de análisis 

de sentencias. De igual forma se utilizó la guía de entrevista, compuesta 

por 12 ítems en forma de preguntas abiertas semiestructuradas. 

Por otro lado, siguiendo a Hernández-Sampieri y Mendoza (2018), otro 

instrumento que se empleó en la recolección de los datos cualitativos lo 

fue también el mismo investigador, con el auxilio de técnicas como la 

entrevista y el análisis de documentos (p. 443). 

3.6.  Procedimiento 

- Establecidos los objetivos de la investigación y definidas las

categorías y subcategorías de estudio, se procedió a definir y

seleccionar a los participantes según los criterios de selección

prestablecidos a través del muestreo por conveniencia.

- Para obtener la información requerida de acuerdo al propósito del

estudio se empleó la técnica de la entrevista y para su registro, la

guía de entrevista. De igual manera se empleó la técnica del análisis
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de documentos y como instrumentos la guía de análisis de fuentes 

doctrinales, la guía de análisis de normas nacionales y la guía de 

análisis de sentencias. 

- Luego se procedió a informar a los participantes del estudio sobre el 

tema de investigación, de la utilidad de la información proporcionada 

y de los criterios de selección, solicitando su participación voluntaria. 

- Aceptada su participación, se informó sobre el instrumento de 

recolección de datos validado previamente y de su aplicación en la 

fecha, hora y medio de comunicación acordado. 

- Al finalizar el proceso de recolección, se procedió a la ordenación de 

los datos, su codificación, categorización, y finalmente se realizó la 

triangulación de datos obtenidos de la aplicación de las entrevistas. 

- Respecto del análisis de documentos, estos fueron analizados por 

separado. En primer término, se realizó el análisis de las fuentes 

doctrinales, seguido por el análisis de las normas nacionales y por 

último se procedió a realizar el análisis de la jurisprudencia nacional; 

concluyendo con la triangulación respectiva. 

3.7.  Rigor científico 

La fiabilidad y validez de la presente investigación de enfoque cualitativo 

se sustentó en criterios como la autenticidad, la replicabilidad, la 

objetividad, la relevancia y la adecuación (Noreña, et al., 2012, pp. 266). 

La validez de contenido de la guía de entrevista se obtuvo por juicio de 

expertos; y para reforzar la validez se realizó la triangulación de datos 

obtenidos de la aplicación de las entrevistas. 

3.8.  Método de análisis de datos 

Para el análisis de datos, se recurrió al uso de métodos aplicables en la 

ciencia jurídica, que a decir de Villabella, (2015, p. 944), son: 

- El método de análisis-síntesis. Este método permitió el estudio de las 

normas procesales, procedimientos y conceptos relacionados con las 
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categorías objeto de estudio, las mismas que necesitan 

descomponerse para caracterizarlas. 

- El método inductivo. Método que nos permitió formular conclusiones

a partir de la información recogida, procesada y analizada de las

entrevistas.

- Método de análisis de contenido. Utilizado para realizar el análisis

textual de las sentencias y de las normas jurídicas comprendidas en

el estudio.

- Método hermenéutico jurídico. Utilizado para el estudio de las normas

jurídicas procesales.

3.9.  Aspectos éticos. 

La presente investigación tuvo en consideración los aspectos éticos 

implicados en el estudio, tales como la originalidad, la confidencialidad y 

el anonimato. En palabras de Salazar, et al. (2018), la ética, además de 

estar presente en todo investigador, debe ser observada a través de los 

estilos normativos empleados para la citación y referenciación. En este 

orden de ideas, se ha tenido especial cuidado al momento de citar a los 

autores y en la elaboración de las referencias, que para el efecto se ha 

trabajado con las Normas APA Séptima Edición 2020.  

A decir de Noreña, et al. (2012), es necesario que el investigador tenga 

en cuenta ciertos requisitos desde el diseño del estudio, en el recojo de 

datos y en la divulgación de los resultados del estudio. Estos requisitos 

tienen relación con el manejo de la confidencialidad, el conocimiento 

informado y con los posibles riesgos de los que pueden ser objeto los 

participantes del estudio (pp. 269-270). 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

  4.1. Resultados del análisis del marco doctrinal, marco normativo y 

marco jurisprudencial 

Tabla 1 

 Análisis de fuentes doctrinales 

Categoría Subcategoría 

Fuente según APA 
y contenido o 

parafraseo 
Análisis crítico Conclusiones 

Preclusión 
procesal. 

Concepto 

Según Vallines 
(2016), la preclusión 
es la extinción de 
potestades, derechos 
o facultades
procesales no
ejercitadas por las 
partes involucradas o 
que pueden 
involucrarse en un 
proceso penal 
determinado (p. 2). 

La preclusión 
procesal es en 
esencia la extinción o 
pérdida de 
facultades, derechos 
o potestades que no
han sido ejercitadas
por las partes
involucradas o que
pueden involucrarse
en un proceso penal
determinado.

La preclusión 
procesal opera 
exclusivamente 
sobre potestades, 
más no sobre los 
deberes que la ley 
procesal imponga a 
esos mismos sujetos. 

La legalidad procesal 
como principio 
implica el ejercicio de 
potestades conforme 
a la normatividad 
procesal. 

En conclusión, 
según el referido 
autor, la 
preclusión es la 
extinción o 
pérdida de 
facultades, 
derechos o 
potestades que 
no han sido 
ejercitadas por 
las partes 
involucradas o 
que pueden 
involucrarse en 
un proceso 
penal 
específico. 

A efectos de la 
preclusión, el no 
ejercicio de un 
poder y el 
ejercicio 
incumpliendo 
con las 
formalidades 
procesales son 
una misma 
cosa. 

El Diccionario 
panhispánico del 
español jurídico 
(2020) define 
preclusión como la 
pérdida de 
oportunidad de 
realizar un acto 
procesal por 

La realización de 
cada uno de los actos 
procesales 
corresponde al 
periodo que tenga 
asignado por la 
normatividad 
procesal; en su 
defecto, se renuncia 
a la oportunidad de 
alegar hechos, 

La preclusión 
procesal impide 
el regreso a 
etapas 
procesales ya 
finiquitadas. 

Los actos 
procesales 
deben observar 
el principio de 
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intentarse fuera del 
plazo.  

fundamentos 
jurídicos o de
acumular acciones. 

legalidad 
procesal. 

Requisitos 

Según Vallines 
(2016, p. 3), para que 
se produzca la 
preclusión se 
requiere de la 
concurrencia de los 
cuatro presupuestos 
operativos y de una 
causal de preclusión 
que ha previsto la 
normatividad 
procesal. 

Son presupuestos 
operativos de la 
preclusión: 1) la
existencia de un 
poder jurídico 
otorgado por la ley a 
un determinado 
sujeto; 2) la vigencia 
efectiva de ese 
poder; 3) el no 
ejercicio del poder; y
4) un específico
proceso en curso.

Las causas de 
preclusión están 
constituidas por los 
hechos que, de 
acuerdo a ley, 
extinguen el poder 
otorgado en el seno 
del concreto proceso. 

Se aprecia que, en el 
proceso penal, la 
preclusión se origina 
por la concurrencia 
de los cuatro 
presupuestos 
operativos y de una 
de las causales de 
preclusión que 
establece la ley 
procesal. En efecto, 
se requiere de una 
causal y de la 
confluencia de un 
poder jurídico 
otorgado por la ley a 
favor de una 
determinada 
persona; la vigencia 
efectiva de ese 
poder; el no ejercicio 
derivado de la 
inactividad; y un 
concreto proceso 
penal en curso. 

Son causas de la 
preclusión, por 
ejemplo, el 
transcurso del 
momento procesal 
oportuno para el 
ejercicio de cada 
poder jurídico 
procesal, y el 
ejercicio de acciones. 

La 
materialización 
de la preclusión 
en el proceso 
penal, exige la 
concurrencia 
forzosa de los 
cuatro 
presupuestos 
operativos y una 
de las causas de 
la preclusión 
que establece la 
ley procesal. 

Por el principio 
de preclusión, 
todos los 
poderes 
jurídicos a los 
que la ley 
procesal penal 
señala un 
momento de 
ejercicio dentro 
de las fases o 
etapas del 
proceso penal 
se extinguen si 
no se ejercitan 
en el tiempo 
fijado. 

Fundamentos 

La preclusión 
procesal penal 
presenta dos 
fundamentos: 1) 
fundamento 
constitucional, y 2) 
fundamento procesal 
penal (Robles, 2019). 

El cumplimiento de 
las formas 
procesales resulta 
exigible por cuanto 
tiene como sustento 
el principio de 
legalidad procesal 
reconocido por el art. 
138° de nuestra 
Carta Magna. 

El fundamento 
procesal penal lo 
encontramos en 
varios artículos del 
Código Procesal 
Penal, en cuyas 
disposiciones se 
precisan las 

Conforme al 
referido autor, la 
preclusión en el 
proceso penal 
tiene un 
incuestionable 
origen 
constitucional. 
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formalidades que 
rodean a los actos 
procesales para ser 
acreditados como 
válidos. 

Según Vallines 
(2016), es el principio 
de seguridad jurídica 
el fundamento de la 
preclusión (p. 9). 

La preclusión tiene 
como fundamento 
central dinamizar y 
armonizar el 
contradictorio 
procesal (Sala Penal 
Nacional, 2017). 

Para otros autores, la 
preclusión procesal 
penal tiene como 
fundamentos otros 
principios, tales como 
el de eventualidad, el 
principio dispositivo, 
el de impulso 
procesal, el de 
incompatibilidad y el 
principio de 
consumación. 

La seguridad jurídica 
es fundamento de la 
preclusión porque 
con esta, el legislador 
pretende limitar en el 
tiempo la situación de 
incertidumbre o 
inseguridad que 
genera el posible 
ejercicio de una 
potestad o facultad 
procesal. En efecto, 
para poner fin a esta 
incertidumbre se 
dispone, que en 
cierto instante el 
poder procesal no 
ejercitado precluya. 

La realización del 
contradictorio en 
cada momento del 
proceso penal 
obedece a una lógica 
propia conforme a su 
naturaleza. Así, por 
ejemplo, los alegatos 
de apertura del Fiscal 
preceden a los 
alegatos de la 
defensa. 

El fundamento 
de la preclusión 
se encuentra en 
la necesidad de 
limitar la 
incertidumbre 
que acarrea la 
posibilidad 
indefinida de 
ejercitar los 
poderes jurídico 
procesales.  

En conclusión, 
para la Sala 
Penal Nacional, 
el fundamento 
central de la 
preclusión es 
optimizar y 
modular el 
contradictorio en 
las etapas y 
fases del 
proceso penal 

Tipos Existen dos tipos de 
preclusiones. La 
primera, la preclusión 
absoluta que 
constituye la 
extinción completa de 
la facultad para 
realizar actos 
procesales; mientras 
que, la segunda, la 
preclusión relativa 
prevé la posibilidad 
de ejercitarla más 
adelante, es decir, 
existe la posibilidad 
de hacerlo valer en 
otra instancia, etapa 
o fase procesal. 
(Gandulfo, 2009). 

La preclusión 
absoluta acarrea la 
extinción completa de 
la facultad procesal 
para todo caso. Por 
ejemplo, cuando se 
ha llegado a una 
sentencia de 
casación; cuando ha 
transcurrido el plazo 
para contestar la 
acusación, se pierde 
esa facultad. 

La preclusión relativa 
se da por ejemplo en 
materia probatoria, 
luego de vencido el 
plazo de 10 días para 
contestar la 

En conclusión, 
no cabe duda 
alguna sobre la 
existencia de 
dos tipos de 
preclusiones en 
el proceso 
penal. 
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acusación, queda 
precluida la opción 
para ofrecer medios 
probatorios; no 
obstante la ley 
permite su 
presentación como 
nueva prueba en el 
juzgamiento. 

Principio de 
Igualdad de 
Armas. 

Concepto En palabras de 
Santacruz (2017), el 
principio de igualdad 
procesal debe 
entenderse como 
facultades o 
prerrogativas 
atribuidas a los 
sujetos del proceso, a 
fin de que permita su 
participación efectiva 
en la actividad 
probatoria, así como 
para contradecir las 
decisiones tomadas 
por las autoridades 
(p. 144). 

La igualdad de armas 
en su condición de 
principio confiere a 
las partes las mismas 
oportunidades y los 
mismos derechos 
para su participación 
efectiva en el proceso 
penal en el que se es 
parte. 

La igualdad procesal 
en el ámbito penal 
requiere de un 
sistema que 
garantice el derecho 
de contradicción en 
condiciones de 
equidad. 

La igualdad de 
armas en tanto 
principio 
procesal 
garantiza que 
las partes 
intervengan en 
el desarrollo del 
proceso penal 
con los mismos 
derechos y 
oportunidades 
para presentar 
sus respectivas 
posiciones y 
pretensiones. 

La igualdad de armas 
tiene como finalidad 
corregir el 
desequilibrio que en 
la práctica acarrea la 
persecución penal 
para el imputado 
(Trejo, 2017, p. 295). 

La igualdad de armas 
en su condición de 
principio para su 
puesta en práctica 
requiere, en primer 
lugar, que se 
garantice a la 
defensa el acceso a 
los recursos 
necesarios y, en 
segundo lugar, que 
se evite el 
otorgamiento de 
facultades al fiscal 
que acentúen aún 
más el desequilibrio 
existente 

La igualdad de 
armas 
demanda, por 
un lado, 
fortalecer los 
recursos para la 
defensa del 
imputado, 
considerada la 
parte afectada 
por el 
desequilibrio 
fáctico que le 
acarrea la 
persecución 
penal, y, por otro 
lado, procurar 
que el desnivel 
no se acentúe 
por las 
facultades 
privilegiadas 
que ostenta el 
ente 
investigador.  

Fundamento Constituye 
fundamento del 
principio de igualdad 

La igualdad de armas 
en tanto principio 
ostenta un 

La igualdad 
como principio 
admite que se 
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de armas el principio 
general de igualdad 
ante la ley 
contemplado en el 
inciso 2 del artículo 2° 
de la Constitución 
Política del Perú.  

indiscutible origen 
constitucional, toda 
vez que se deriva del 
principio general de 
igualdad ante la ley. 

establezcan 
diferencias, 
siempre que 
sean justificadas 
y razonables. 

Dimensiones La igualdad de armas 
ostenta una doble 
dimensión: como 
principio objetivo y 
como derecho 
subjetivo. 

La igualdad como 
principio objetivo 
constituye el 
fundamento de 
nuestro modelo 
procesal penal y 
como derecho 
subjetivo provee de 
normas procesales 
para garantizar su 
eficacia. 

La igualdad 
procesal 
presenta dos 
dimensiones: 
como principio 
objetivo y como 
derecho 
subjetivo. 

Fuente: Elaboración propia (2021). 

 

Tabla N° 02 

Análisis de normas nacionales 

Categoría Norma Contenido literal 
de la Norma 

Interpretación sistemática Conclusiones 

 

 

 

 

 

 

 

 

Preclusión 
Procesal. 

Constitución 
Política del 
Perú. 

Artículo 138.- La 
potestad de 
administrar justicia 
(...) se ejerce (...) 
con arreglo a la 
Constitución y a 
las leyes. 

La interpretación del 
artículo 138 de la 
Constitución Política del 
Perú concordado con el 
inciso 2 del artículo I del 
Título Preliminar del Código 
Procesal Penal, nos permite 
sostener que tanto los 
tribunales como los 
intervinientes en el proceso 
penal deben conducirse con 
arreglo al principio de 
legalidad procesal que es 
uno de los fundamentos de 
la preclusión. 

La garantía de 
legalidad 
procesal 
asegura el 
respeto de las 
formas 
procesales. 

 

 

 

Código 
Procesal 
Penal. 

Art. I.-  

(...) 

2. Toda persona 
tiene derecho a un 
juicio previo (...) 
desarrollado 
conforme a las 

La interpretación del 
artículo 138 de la 
Constitución Política del 
Perú concordado con el 
inciso 2 del artículo I del 
Título Preliminar del Código 
Procesal Penal, nos permite 
sostener que tanto los 
tribunales como los 
intervinientes en el proceso 

La garantía de 
legalidad 
procesal 
asegura el 
respeto de las 
formas 
procesales. 
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normas de este 
Código. 

penal deben conducirse con 
arreglo al principio de 
legalidad procesal que es 
uno de los fundamentos de 
la preclusión. 

Art. 153.- 

(...) 

2. Bajo pretexto de
renovación de
acto (...), no puede
retrotraerse el 
proceso a 
periodos ya 
precluidos (...). 

Conforme a la interpretación  
del Art. 153 del Código 
Procesal Penal concordado 
con el Art. 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, 
los actos procesales deben 
ser sustanciados de 
conformidad con principios 
procesales, como los de 
legalidad procesal y 
preclusión. 

Por el principio 
de preclusión 
no puede 
retrotraerse el 
proceso a 
periodos ya 
precluidos. 

Art. 154.- 

(...) 

3. La declaración
de nulidad 
conlleva la 
regresión del 
proceso (...). Sin 
embargo no se 
podrá retrotraer el 
proceso a etapas 
ya precluidas (...). 

Conforme a la interpretación  
del Art. 154 del Código 
Procesal Penal concordado 
con el Art. 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, 
los actos procesales deben 
ser sustanciados de 
conformidad con principios 
procesales, como los de 
legalidad procesal y 
preclusión. 

Por el principio 
de preclusión 
no se podrá 
retrotraer el 
proceso a 
etapas ya 
precluidas. 

Art. 350.- 

1. La acusación
será notificada a
los demás sujetos
procesales. En el
plazo de 10 días
estas podrán (...).

Conforme a la interpretación  
del Art. 350 del Código 
Procesal Penal concordado 
con el Art. 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, 
los actos procesales deben 
ser sustanciados de 
conformidad con principios 
procesales, como los de 
legalidad procesal y 
preclusión. 

La norma 
procesal 
prevista en el 
artículo 350 del 
Código 
Procesal Penal 
establece una 
formalidad y un 
límite temporal 
para el 
ofrecimiento 
de pruebas. 

Principio 
de 
Igualdad 
de Armas. 

Constitución 
Política del 
Perú. 

Art. 2.- Toda 
persona tiene 
derecho: 

(...) 

2. A la igualdad
ante la ley.

La interpretación del 
artículo 2.2 de la 
Constitución Política del 
Perú concordado con el 
artículo 6 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, 
los artículos I.3 y IX.1 del 
Código Procesal Penal y las 
normas convencionales 
sobre derechos humanos, 
nos lleva a sostener que el 
principio general de 
igualdad ante la ley 
fundamenta el principio 

La igualdad 
como principio 
admite que se 
establezcan 
diferencias, 
siempre que 
sean 
justificadas y 
razonables. 
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procesal de igualdad ante la 
ley. 

Código 
Procesal 
Penal. 

Art. I.-  

(...) 

3. Las partes 
intervendrán en el 
proceso con 
iguales 
posibilidades (...). 

La interpretación del 
artículo I.3 del Código 
Procesal Penal en 
concordancia con las 
normas constitucionales y 
convencionales sobre 
derechos humanos, nos 
lleva a sostener que la 
igualdad de armas como 
principio procesal garantiza 
igualdad de posibilidades 
de ejercicio de facultades 
procesales. 

Los jueces 
están 
facultados 
para 
salvaguardar 
el principio de 
igualdad de 
armas, 
debiendo 
superar todos 
los escollos 
que 
obstaculicen 
su ejercicio. 

Art. IX.- 

1. Toda persona 
tiene derecho (...) 
a intervenir, en 
plena igualdad 
(...). 

La interpretación del 
artículo IX.1 del Código 
Procesal Penal en 
concordancia con las 
normas constitucionales y 
convencionales sobre 
derechos humanos, nos 
lleva a sostener que la 
igualdad de armas como 
principio procesal garantiza 
igualdad de posibilidades 
de ejercicio de facultades 
probatorias. 

Las partes en 
el proceso 
penal tienen el 
derecho a 
participar en 
igualdad de 
condiciones en 
las diversas 
fases que 
comprende la 
actividad 
probatoria en 
materia penal. 

Fuente: Elaboración propia (2021). 
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Tabla N° 03 

Análisis de jurisprudencia nacional 

Órgano emisor 
(Corte Suprema 
de Justicia del 

Perú) 

Datos de la 
Jurisprudencia 

Demandado Problema jurídico 
que se resuelve 

Decisión Ratio decidendi Análisis 

Sala Penal 

Permanente. 

CASACIÓN N° 
1618-2018 
HUAURA del 
05/08/2020 

La Sala Penal 
de 
Apelaciones 
de la Corte 
Superior de 
Justicia de 
Huaura 

¿Es procedente 
declarar fundada la 
excepción de cosa 
juzgada propuesta en 
la etapa de 
juzgamiento? 

Fundado el 
recurso de 
casación. 

Las excepciones 
deben ser deducidas 
y resueltas en las 
etapas procesales 
respectivas; caso 
contrario, la 
oportunidad precluye. 

El Código Procesal penal en sus 
artículos 7 y 8, concordantes con el 
inciso 1.b del artículo 350° y el 
artículo 352.3, establece que las 
excepciones se deben plantear y 
resolver en la etapa de investigación 
preparatoria o en la etapa intermedia. 
En el caso concreto, la excepción de 
cosa juzgada fue planteada y 
concedida en la fase inicial del juicio 
oral, es decir, en una etapa que no le 
correspondía, contraviniendo de esta 
manera el principio de legalidad 
procesal. 

Sala Penal 

Permanente. 

CASACIÓN N° 
1839-2018 
ANCASH del 
02/09/2020. 

2° Sala Penal 
de 
Apelaciones 
de Huaraz. 

¿Es posible solicitar 
prisión preventiva 
después de haber 
realizado el 
requerimiento 
acusatorio? 

Fundado el 
recurso de 
casación. 

La prisión preventiva 
puede solicitarse 
luego de la 
formalización de la 
investigación 
preparatoria, incluso 
cuando el procesado 
ya fue condenado. 

De conformidad con el numeral 4 del 
artículo 349 del Código Procesal 
Penal, por regla general la prisión 
preventiva se solicita durante la 
investigación preparatoria 
formalizada; no obstante, existe la 
opción de requerirla en la etapa de 
juicio oral, incluso si el acusado ya fue 
condenado. En tal sentido, la 
inactividad del Fiscal para solicitar la 
prisión preventiva, no implica que 
esta facultad se extinga o precluya. 
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Sala Penal 

Permanente. 

CASACIÓN N° 
864-2016 DEL 
SANTA del 
26/09/2017.

Sala Penal 
Superior de 
Apelaciones 
de la Corte 
Superior de 
Justicia del 
Santa. 

¿Es posible que los 
formalismos 
vencibles 
prevalezcan sobre el 
derecho que tienen 
las partes procesales 
para ofrecer medios 
de prueba? 

Fundado el 
recurso de 
casación. 

El artículo IX.1 del 
Título Preliminar 
concordante con el 
inciso 5 del artículo 
29 del Código 
Procesal Penal, 
establece que los 
jueces de la 
investigación 
preparatoria están 
facultados para 
garantizar la 
legalidad procesal y 
la igualdad de armas. 
Los formalismos 
vencibles no 
prevalecen sobre el 
derecho a la igualdad 
procesal, salvo que 
se afecten derechos 
de las partes. 

En presente caso, el juez de la 
investigación preparatoria declaró 
inadmisible los medios de prueba 
ofrecidos por la defensa técnica, 
porque en el escrito de absolución de 
la acusación, estos no habían sido 
ofrecidos específicamente como 
medios de prueba para el juicio. 

Los jueces de investigación 
preparatoria como garantes del 
principio de legalidad procesal deben 
asegurar que las partes procesales 
lleguen a juicio con los medios que el 
contradictorio exige. 

Sala Penal 
Transitoria. 

RECURSO DE 
NULIDAD N° 
1731-2015 
CAJAMARCA 
del 10/08/2016 

Sala Penal 
Superior de 
Cajamarca. 

¿Es posible que el 
Fiscal, no obstante 
que no recurrió una 
segunda sentencia 
absolutoria por 
delitos de incendio y 
daño agravado, 
pueda impugnar por 
primera vez estos 
mismos extremos en 
una tercera 
sentencia? 

Nulo el auto 
del 
11/03/2015, 
e 
inadmisible 
el recurso 
de nulidad. 

El Fiscal no puede 
impugnar por primera 
vez en los mismos 
extremos en una 
tercera sentencia, si 
es que no recurrió 
una segunda 
sentencia, de lo 
contrario, se 
lesionaría el principio 
de preclusión 
procesal, y se 
quebrantaría el 
principio de igualdad 
de armas. 

En el caso concreto, la Fiscalía 
Superior Adjunta de Cajamarca no 
recurrió una segunda sentencia 
absolutoria por delitos de incendio y 
de daño agravado; sin embargo, al 
emitirse una tercera sentencia, 
pretende impugnarlos por primera vez 
estos mismos extremos. 
Por lo expuesto, la Fiscalía no podría 
impugnar por primera vez en los 
mismos extremos en una tercera 
sentencia, si es que no se recurrió 
una segunda sentencia. 
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Sala Penal 
Permanente. 

SENTENCIA DE 
CASACIÓN N° 
21-
2019/AREQUIPA 
del 26/02/2020 

Segunda Sala 
de 
Apelaciones 
de Arequipa. 

¿Se infringió la ley 
procesal al disponer 
la ejecución de 
audiencia única de 
prueba anticipada, no 
obstante que ya se 
había tomado la 
declaración en 
entrevista única a 
menores agraviadas? 

Fundado el 
recurso de 
casación. 

En el caso de normas 
procesales, la norma 
que rige es la que 
está vigente en el 
momento de la 
intervención 
procesal. 
Una norma posterior 
no puede alterar una 
configuración 
procesal 
predeterminada, por 
impedirlo el principio 
de preclusión 
procesal. 

En el caso concreto se advierte que al 
amparo de la Ley N° 30364, artículo 
19, se tomó en entrevista única la 
declaración de las menores 
agraviadas NSC y A.S.C, 
correspondiéndole el carácter de 
prueba preconstituida. Sin embargo, 
posteriormente, se dispuso la 
realización de audiencia de prueba 
anticipada; hecho que habría 
infringido el principio de preclusión 
procesal. 

Sala Penal 
Transitoria 

CASACIÓN N° 
1457-2018 
NACIONAL del 
10/06/2019 

Primera Sala 
Penal de 
Apelaciones 
Nacional 

¿Es posible que el 

Tribunal Supremo 

revalore medios de 

prueba actuados en 

instancias inferiores? 

Nulo el 
concesorio 
del 
19/09/2018 
e 
inadmisible 
el recurso 
de 
casación. 

Por el principio de 
intangibilidad de 
hechos, se prohíbe 
que la Sala Suprema 
revalore medios 
probatorios actuados 
en instancias 
inferiores. 
Es imposible discutir 
defectos procesales 
de etapas ya 
concluidas. 

Por el principio de preclusión no es 
posible cuestionar defectos 
procesales de etapas ya concluidas. 
El cuestionamiento a defectos 
procesales debe realizarse en las 
respectivas etapas procesales. 

Sala Penal 
Transitoria 

RECURSO DE 
NULIDAD N° 
1782-2018 
CALLAO del 
07/01/2019. 

Sala Penal 
Superior del 
Callao. 

¿Se ha conculcado el 
derecho a la igualdad 
ante la ley del 
acusado que a pesar 
de tener el tiempo 
prudencial no ofreció 
medios de prueba 
conforme a los 
artículos 232 y 237 
del Código de 

No haber 
nulidad en 
la sentencia 
de primera 
instancia. 

El acusado Roy 
Gómez Alegría a 
través de su defensa 
técnica no ofreció 
medios probatorios 
en la etapa procesal, 
no obstante que 
dispuso del tiempo 
razonable para 
hacerlo. 

Por el principio de preclusión procesal 
los medios de prueba deben 
ofrecerse en los momentos 
procesales establecidos en la ley 
procesal, caso contrario se produce la 
extinción de esa facultad. 
Para alegar contravención al derecho 
de igualdad ante la ley, es necesario 
acreditar que efectivamente han 
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Procedimientos 
penales? 

existido evidencias de desigualdad de 
armas. 

Sala Penal 
Transitoria 

RECURSO DE 
NULIDAD N° 
1232-2016 
JUNÍN del 
10/01/2017. 

1° Sala Penal 
Liquidadora de 
la Corte 
Superior de 
Justicia de 
Junín. 

¿Es posible modificar 
la calificación jurídica 
del hecho objeto de 
acusación luego de 
precluida la fase de 
actuación probatoria? 

Nula la 
sentencia 
de primera 
instancia. 

La variación de la 
tipificación del hecho 
que es objeto de 
acusación se da 
siempre que estas e 
formule en las fases 
previas del juicio oral, 
y que se haya 
concedido la 
oportunidad para el 
contradictorio 

En el presente caso, culminada la 
fase actuación probatoria, el Fiscal 
modificó la acusación y tipificó el 
hecho como un delito más grave. 
Conforme a lo señalado por el tribunal 
supremo, la variación de la tipificación 
jurídica del hecho que es objeto de 
acusación se encuentra supeditada, 
fundamentalmente, a que esta se 
formule en las fases previas del juicio 
oral, y que se haya concedido la 
oportunidad para el contradictorio. 

Fuente: Elaboración propia (2021). 
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4.2. Codificaciones, abierta, axial y selectiva de las entrevistas 

Tabla 4 

Codificaciones, abierta, axial y selectiva 

Matriz de Codificación 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 1. ¿Considera usted que la regulación del principio de preclusión en la 
legislación procesal penal peruana es la adecuada? ¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

Considero que no es 
adecuada, porque 
existen casos como el 
artículo 350 del CPP, en 
el que se establece un 
plazo preclusivo para la 
defensa, más no para la 
Fiscalía. 

Plazo 
preclusivo 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
los plazos legales 
previstos para las 
actuaciones 
procesales 

Entrevistado 
2 

El principio de 
preclusión se encuentra 
regulado de forma 
explícita en el Código 
Procesal Penal, por 
cuanto se hace 
referencia en los 
artículos 153 y 154. 

Regulación 
legal 
equitativa 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
lo señalado en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
procesal Penal; 
así como de los 
plazos legales 
previstos para las 
actuaciones 
procesales. 

Entrevistado 
3 

Considero que no, 
porque la figura 
procesal de la 
preclusión no se 
encuentra regulada de 
forma específica en 
nuestra legislación 
procesal penal, por lo 
que su aplicación se 
sustenta en el principio 
constitucional de 
legalidad procesal y en 
la jurisprudencia penal 
de la Corte Suprema de 
Justicia. 

Referencia 
implícita 

Legalidad 
procesal 

Jurisprudencia 
penal  

Regulación legal La regulación se 
deduce del 
principio de 
legalidad procesal 
y de la 
jurisprudencia 
penal 
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Entrevistado 
4 

Es adecuada porque 
existe referencia 
explícita en el artículo 
154 del Código 
Procesal Penal; 
asimismo, la 
normatividad procesal 
penal se refiere a ella de 
forma implícita, como 
ocurre con los plazos 
para las actuaciones 
procesales de las 
partes. 

Referencia 
explícita. 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
lo señalado en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
procesal Penal; 
así como de los 
plazos legales 
previstos para las 
actuaciones 
procesales. 

Entrevistado 
5 

No, porque hasta el 
momento no se 
contempla de forma 
expresa en nuestro 
Código Procesal Penal. 

Referencia 
implícita 

Regulación legal La preclusión se 
manifiesta en la 
división del 
proceso en 
distintos periodos 

Entrevistado 
6 

Sí, porque el Código 
Procesal Penal se 
refiere a ella en forma 
expresa en el artículo 
153, y además lo hace 
de forma implícita ya 
que esta figura se 
manifiesta en la división 
del proceso penal en 
sus etapas y fases. 

Referencia 
explícita 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
lo señalado en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
procesal Penal; 
así como de los 
plazos legales 
previstos para las 
actuaciones 
procesales. 

Entrevistado 
7 

Sí es adecuada, por 
cuanto existe una 
referencia expresa en la 
normatividad procesal, 
específicamente en los 
artículos 153 y 154 del 
Código Procesal Penal. 

Referencia 
explícita 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
lo señalado en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
procesal Penal; 
así como de los 
plazos legales 
previstos para las 
actuaciones 
procesales. 

Entrevistado 
8 

Sí, el Código Procesal 
Penal lo regula al 
referirse a las nulidades 
procesales en los 
artículos 153.2 y 154.3 

Referencia 
explícita 

Regulación legal La regulación se 
deduce a partir de 
lo señalado en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
Procesal Penal; 
así como también 
de los plazos 
legales previstos 
para las 
actuaciones 
procesales en 
cada caso. 
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Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 2. ¿Cuáles son los fundamentos del principio de preclusión procesal en el 
proceso penal peruano? 

Entrevistado 
1 

La preclusión procesal 
se fundamenta en los 
principios de seguridad 
jurídica, principio de 
impulso procesal y 
principio de 
incompatibilidad. 

Seguridad 
jurídica 

Principio de 
impulso 
procesal 

Principio de 
incompatibilida
d 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
figura de la 
preclusión en el 
proceso penal 

Entrevistado 
2 

La preclusión procesal 
penal tiene 
fundamentos de índole 
constitucional y 
procesal penal. 
Constitucionalmente, el 
referido principio se 
encuentra ligado al 
principio de legalidad 
procesal reconocido en 
el artículo 138 de la 
Carta Magna. 

Fundamento 
constitucional 

Fundamento 
procesal penal 

Legalidad 
procesal 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
figura de la 
preclusión en el 
proceso penal 

Entrevistado 
3 

El fundamento del 
principio de preclusión 
procesal penal lo 
encontramos en los 
principios de impulso 
procesal, principio de 
seguridad jurídica, 
principio de 
eventualidad y en el 
principio dispositivo. 

Principio de 
impulso 
procesal 

Principio de 
seguridad 
jurídica 

Principio de 
eventualidad 

Principio 
dispositivo 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
existencia de la 
preclusión en el 
proceso penal. 

Entrevistado 
4 

La preclusión procesal 
penal se construye 
sobre la base del  
contradictorio. 

Principio del 
contradictorio 

Fundamentos Principio que 
fundamenta la 
preclusión en el 
proceso penal. 

Entrevistado 
5 

La preclusión procesal 
tiene como 
fundamentos el 
principio de seguridad 
jurídica y el principio de 
impulso procesal. 

Principio de 
seguridad 
jurídica 

Principio de 
impulso 
procesal 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
preclusión en el 
proceso penal. 
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Entrevistado 
6 

Constituyen 
fundamentos de la 
preclusión procesal el 
principio de seguridad 
jurídica y el principio de 
impulso procesal. 

Principio de 
seguridad 
jurídica 

Principio de 
impulso 
procesal 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
preclusión en el 
proceso penal. 

Entrevistado 
7 

Se fundamenta 
básicamente en el 
debido proceso y en la 
tutela jurisdiccional. 

Debido 
proceso 

Tutela 
jurisdiccional 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
preclusión en el 
proceso penal. 

Entrevistado 
8 

Son fundamentos de la 
preclusión la tutela 
jurisdiccional, el debido 
proceso y la legalidad 
procesal. 

tutela 
jurisdiccional 

Debido 
proceso 

Legalidad 
procesal 

Fundamentos Principios que 
fundamentan la 
preclusión en el 
proceso penal. 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 3. Desde su experiencia como litigante, ¿los jueces garantizan y exigen la 
aplicación del principio de preclusión procesal en el proceso penal? ¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

Considero que sí, 
porque los magistrados 
en su gran mayoría 
tratan de garantizar el 
debido proceso penal. 

Aplicación 
judicial 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

En líneas generales, 
considero que el Juez si 
garantiza la aplicación 
del principio de 
preclusión procesal, 
desde luego con 
algunas ventajas 
otorgadas al Ministerio 
Público. 

Aplicación 
judicial 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Los jueces sí garantizan 
la aplicación del 
principio de preclusión 
procesal, dado que, en 
la mayoría de los casos, 
velan que el proceso no 
sea objeto de nulidades 
por la vulneración de la 
legalidad procesal que 
es uno de los 

Aplicación 
judicial 

Vulneración de 
la legalidad 
procesal 

Debido 
proceso 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
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componentes del 
contenido esencial del 
debido proceso. 

Entrevistado 
4 

Sí, dado que existe la 
necesidad de que el 
proceso avance, de 
forma progresiva y 
continua. 

Aplicación 
judicial 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Sí, porque su 
observancia garantiza 
un debido proceso, y se 
evitan nulidades. 

Debido 
proceso 

Nulidades 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

La respuesta es sí, 
dado que existe la 
necesidad de ordenar y 
organizar el 
contradictorio procesal, 
en su defecto, el 
proceso no avanzaría, 
en perjuicio de los 
litigantes. 

Aplicación 
judicial 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Sí, por cuanto es tarea 
de los jueces controlar 
la legalidad procesal, y 
evitar posteriores 
nulidades de las 
resoluciones emitidas. 

Aplicación 
judicial 

Nulidades 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Los jueces tienen que 
preservar el debido 
proceso, y de esa 
manera evitar 
nulidades. 

Aplicación 
judicial 

Debido 
proceso 

Nulidades 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
de la Corte 
Suprema del 
Perú, en los casos 
sometidos a su 
conocimiento a 
través de los 
recursos 
impugnativos. 
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Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 4. En su experiencia como litigante en el sistema penal acusatorio, ¿considera 
que el principio de preclusión procesal se materializa en el desarrollo de las audiencias? 
¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

Por lo general si se 
materializa en el 
desarrollo de 
audiencias durante la 
Etapa Intermedia y en el 
Juicio Oral, caso 
contrario, el proceso 
quedaría paralizado, 
con las consecuencias 
negativas que esto 
acarrearía en contra del 
investigado. 

Aplicación 
judicial 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

El principio de 
preclusión si se 
materializa en el 
desarrollo de 
audiencias, dado que 
esta figura procesal 
permite el avance del 
proceso, caso contrario, 
se vulneraría otros 
principios como el plazo 
razonable y la celeridad 
procesal. 

Aplicación 
judicial 

Plazo 
razonable 

Celeridad 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Considero que sí, 
porque caso contrario 
en las audiencias no se 
evidenciaría el 
contradictorio 
progresivo y continuo. 

Contradictorio 

Progresividad 

Continuidad 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

Sí, dado que las 
audiencias comprenden 
actos procesales que 
deben realizarse de 
forma continua, caso 
contrario se afecta el 
contradictorio procesal. 

Continuidad 

Contradictorio 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Si, por ejemplo, en la 
audiencia de control de 
acusación, el Juez 

Legalidad 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
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ejerce un control judicial 
de la acusación. 

los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Considero que sí, dado 
que las audiencias se 
desarrollan en forma 
ordenada y secuencial, 
requieren que se 
produzca la conclusión 
o agotamiento de un
momento procesal y se
pase a la siguiente fase
de la serie procesal.

Progresividad Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Casi siempre, dado que 
la esencia de las 
audiencias lo constituye 
el contradictorio 
procesal, y este debe 
darse de forma 
progresiva. 

Contradictorio 
procesal 

Progresividad 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Sí, por cuanto en las 
audiencias no puede 
faltar el contradictorio, y 
este tiene como 
característica la 
continuidad, por lo que 
es la preclusión la que 
determina su avance a 
través de las etapas 
procesales 

Contradictorio 

Continuidad 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 5. ¿Considera usted que la Fiscalía vulnera el principio de preclusión procesal 
en el proceso penal peruano? Si su respuesta es sí, indique ¿de qué manera? 

Entrevistado 
1 

Generalmente, la 
Fiscalía si vulnera el 
principio de preclusión 
procesal, como ocurre 
cuando retarda 
demasiado la 
subsanación de 
observaciones hechas 
por el Juez. 

Incumplimient
o de plazos

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

La Fiscalía vulnera el 
principio de preclusión 
cuando incumple con 
los plazos establecidos 

Incumplimient
o de plazos

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
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para las actuaciones 
procesales. 

pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Sí, cuando pretende 
ofrecer un medio 
probatorio en la 
audiencia de control de 
acusación. 

Inobservancia 
del principio 
de preclusión 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

Sí, la presentación del 
requerimiento de 
acusación fuera del 
plazo de los 15 días 
que establece el 
artículo 344 del Código 
Procesal Penal. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Sí, cuando en la 
audiencia de control de 
acusación, no se 
realiza en forma 
secuencial los controles 
formal y sustancial de 
la acusación. 

Inobservancia 
de 
formalidades 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Sí vulnera, cuando la 
Fiscalía ofrece medios 
de prueba 
extemporáneos, y estos 
son admitidos.  

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Sí, cuando se pretende 
introducir medios de 
prueba, no obstante 
que no fueron ofrecidos 
en la acusación fiscal. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Sí, en algunos casos, 
como ocurre cuando el 
Fiscal pretende 
modificar la acusación 
en una fase procesal 
precluida. 

Inobservancia 
de los plazos 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
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Inf. Respuesta Codificació
n Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Preclusión Procesal 

Pregunta 6. Según la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia, ¿de qué 
manera se vulnera el principio de preclusión procesal? 

Entrevistado 
1 

El Juez admite 
excepciones en la 
Etapa de Juicio Oral. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

Recurrir una sentencia 
en los mismos extremos 
que en su momento no 
fueron impugnados en 
una instancia inferior. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Cuando se plantea la 
desvinculación procesal 
sin que el Juez conceda 
a la defensa la 
oportunidad para el 
contradictorio. 

Inobservancia 
de 
formalidades 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

La presentación de 
recursos impugnativos 
fuera de los plazos al 
margen de los plazos 
previstos en la ley 
procesal penal. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Cuando el Juez de 
Juicio Oral declara 
fundada indebidamente 
una excepción 
planteada en una etapa 
procesal que no 
corresponde. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

La desvinculación 
procesal que no es 
objeto de contradictorio. 

Inobservancia 
de 
formalidades 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
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los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Cuando la defensa del 
acusado cuestiona 
defectos procesales de 
etapas procesales ya 
fenecidas. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Cuando se cuestiona 
defectos procesales de 
etapas o fases 
procesales ya 
concluidas. 

Inobservancia 
de plazos 
procesales 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La correcta 
aplicación de la 
preclusión en el 
proceso penal se 
deduce a partir de 
los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Pregunta 7. ¿Considera usted que la regulación del principio de igualdad de armas en la 
legislación procesal penal peruana es la adecuada? ¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

Considero que no es 
adecuada, porque la 
legislación procesal 
penal vigente otorga al 
Ministerio público la 
facultad exclusiva de 
realizar actos de 
investigación, lo que 
acarrea restricciones 
para la defensa. 

Oficialidad de 
la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio 
Público 

Regulación legal El sistema 
procesal penal 
establece la 
oficialidad de la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio Público 

Entrevistado 
2 

Sí, porque el Código 
Procesal Penal, en su 
artículo IX establece la 
igualdad de 
posibilidades para las 
partes procesales. 

Desequilibrio 
de facultades 
de 
investigación 

Regulación legal El sistema 
procesal penal 
establece la 
oficialidad de la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio Público 

Entrevistado 
3 

Considero que no, dado 
que, el Ministerio 
Público cuenta con 
facultades muy 
especiales que lo hacen 
parecer como un sujeto 
privilegiado, además de 
contar con una logística, 
personal y recursos 

Desequilibrio 
de facultades 
de 
investigación 

Regulación legal El sistema 
procesal penal 
establece la 
oficialidad de la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio Público 
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financiados por el 
Estado. 

Entrevistado 
4 

No, porque en nuestra 
legislación procesal 
penal se permite que el 
Fiscal pueda impugnar 
una resolución 
estimatoria de un 
pedido de 
sobreseimiento 
formulado por el 
acusado; lo que no 
ocurre con las 
resoluciones 
desestimatorias que 
son inimpugnables para 
el acusado. 

Desequilibrio 
de facultades 

Regulación legal El Fiscal posee 
ciertas facultades 
procesales con 
carácter de 
exclusividad. 

Entrevistado 
5 

No, porque existen 
vacíos normativos que 
abonan el camino para 
que se produzcan tratos 
desiguales. 

Existencia de 
vacíos 
normativos 

Regulación legal El Fiscal posee 
ciertas facultades 
procesales con 
carácter de 
exclusividad. 

Entrevistado 
6 

Sí, en razón a que el 
Código Procesal Penal 
en sus artículos I.3 y 
IX.1 del Título 
Preliminar otorga a las 
partes iguales 
posibilidades 
procesales. 

Desvinculació
n procesal 

Contradictorio 

Regulación legal La desvinculación 
procesal sin 
contradictorio 
afecta la igualdad 
de armas 

Entrevistado 
7 

Considero que no, toda 
vez que el Código 
Procesal Penal le 
otorga al fiscal la 
titularidad de la acción 
penal pública, y en 
razón a ello, ostenta 
poderes o facultades 
que no están permitidas 
para el investigado. 

Desequilibrio 
de facultades 
procesales 

Regulación legal Oficialidad de la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio Público 

Entrevistado 
8 

No, porque la ley 
procesal penal le otorga 
al Fiscal potestades o 
facultades que no le 
están permitidas a la 
defensa, como, por 
ejemplo, realizar 
incautaciones o 
allanamientos o 
impugnaciones en 
ciertos casos. 

Desequilibrio 
de facultades 
procesales 

Regulación legal Oficialidad de la 
investigación a 
cargo del 
Ministerio Público 
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Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Pregunta 8. ¿Cuáles son los fundamentos del principio de igualdad de armas en el 
proceso penal peruano? 

Entrevistado 
1 

En el proceso penal, la 
igualdad de armas tiene 
origen constitucional, 
dado que se desprende 
de la igualdad ante la 
ley, contemplada en el 
artículo 2, inciso 2 de 
nuestra Constitución 
Política. 

Base 
constitucional 

Igualdad ante 
la ley 

Fundamentos Fundamento 
constitucional 

Entrevistado 
2 

La igualdad de armas 
como principio procesal 
penal tiene base 
constitucional, toda vez 
que, nuestra 
Constitución Política, en 
su artículo 2, inciso 2, 
consagra el derecho a la 
igualdad ante la ley. 

Base 
constitucional 

Fundamentos Fundamento 
constitucional 

Entrevistado 
3 

El referido principio  
tiene su fundamento en 
el derecho 
constitucional de 
igualdad ante la ley, 
previsto en el artículo 2, 
inciso 2, de nuestra 
Constitución Política. 

Derecho de 
igualdad ante 
la ley 

Fundamentos Fundamento 
constitucional 

Entrevistado 
4 

El principio de igualdad 
de armas se deriva del 
derecho de defensa y 
del derecho de 
contradicción. 

Derecho de 
defensa 

Derecho de 
contradicción 

Fundamentos Fundamentos 
constitucionales 

Entrevistado 
5 

El principio de igualdad 
de armas en el proceso 
penal constituye parte 
del contenido esencial 
del derecho al debido 
proceso. 

Debido 
proceso 

Fundamentos Fundamento 
constitucional 

Entrevistado 
6 

Los fundamentos son 
los principios 
constitucionales de 
igualdad ante la ley y el 
principio del 
contradictorio. 

Igualdad ante 
la ley 

Principio de 
contradicción 

Fundamentos Fundamento 
constitucional 
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Entrevistado 
7 

El principio de igualdad 
de armas se 
fundamenta en 
principios 
constitucionales, tales 
como: principio de 
incompatibilidad, 
principio de 
consumación y principio 
dispositivo. 

Principio de 
incompatibilida
d 

Principio de 
consumación 

Principio 
dispositivo 

Fundamentos Fundamentos 
procesales 

Entrevistado 
8 

El principio de igualdad 
de armas tiene como 
fundamento el derecho 
constitucional de 
igualdad ante la ley, el 
principio de 
contradicción y el 
derecho al debido 
proceso. 

Igualdad ante 
la ley 

Principio de 
contradicción 

Debido 
proceso 

Fundamentos Fundamentos 
constitucionales 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Pregunta 9. Desde su experiencia como litigante, ¿los jueces garantizan y exigen la 
aplicación del principio de igualdad de armas en el proceso penal? ¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

Por lo general, el Juez sí 
advierte situaciones que 
acarrean un 
desequilibrio entre las 
partes procesales. 

Equilibrio 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

En lo que concierne al 
principio de igualdad de 
armas, los jueces si 
garantizan la igualdad 
de armas, siempre que 
la defensa haga valer 
los medios que le 
confiere la ley, como, 
por ejemplo, mediante 
la tutela de derechos. 

Tutela de 
derechos 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Los jueces garantizan la 
aplicación del principio 
de igualdad de armas 
mediante el ejercicio de 
la defensa eficaz a favor 
del imputado. 

Defensa eficaz Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 



49 

pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

En los procesos 
penales, los jueces 
tratan en lo posible de 
que el imputado o 
acusado no quede en 
indefensión, caso 
contrario, las decisiones 
que se adopten pueden 
ser objeto de nulidad 
por vulneración al 
debido proceso. 

Nulidades 

Vulneración 
del debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Por lo general, los 
jueces tratan de 
garantizar la igualdad 
de armas, sobre todo 
cuidan que el 
investigado o 
procesado no quede en 
indefensión. 

Indefensión 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Dado que el principio de 
igualdad de armas es 
uno de los 
componentes 
esenciales del debido 
proceso, los jueces se 
ven en la necesidad de 
velar por su correcta 
aplicación, caso 
contario sus 
resoluciones podrían 
ser objeto de nulidades. 

Debido 
proceso 

Nulidades 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Considero que sí, 
porque los jueces tienen 
la facultad de efectuar 
un control de legalidad 
de la acusación para 
evitar nulidades. 

Control de 
legalidad 

Nulidades 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Considero que sí, 
porque los jueces 
garantizan el debido 
proceso entre las 
partes. 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La correcta 
aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
en el proceso 
penal se deduce a 
partir de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 



50 
 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Pregunta 10. En su experiencia como litigante en el sistema penal acusatorio, ¿considera 
que el principio de igualdad de armas se materializa en el desarrollo de las audiencias? 
¿Por qué? 

Entrevistado 
1 

El principio de igualdad 
de armas se materializa 
en el desarrollo de 
audiencias penales, en 
cualquiera de las etapas 
del proceso penal, con 
las limitaciones propias 
de la legislación 
procesal vigente. 

Proceso penal 

Limitaciones 
legales 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

El principio de igualdad 
de armas se materializa 
en el desarrollo del 
proceso penal, porque 
su inobservancia 
acarrearía nulidades 
por afectación al debido 
proceso que es un 
derecho constitucional. 

Nulidades 
procesales 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Sí, porque en su 
defecto, el proceso 
sería objeto de 
cuestionamientos y 
nulidades por 
afectación al debido 
proceso. 

Nulidades 
procesales 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

En el desarrollo de 
audiencias penales, se 
materializa el principio 
de igualdad de armas, 
toda vez que su 
inobservancia 
contraviene el derecho 
al debido proceso. 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Considero que casi 
siempre se materializa 
el principio de igualdad 
de armas, dado que es 
una condición necesaria 
para que las audiencias 
no sean objeto de 
nulidades. 

Nulidades 
procesales 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Por lo general, en las 
audiencias es el 
escenario perfecto para 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
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que se pongan en 
práctica los principios 
que constituyen el 
debido proceso, siendo 
uno de ellos el de 
igualdad de armas.  

igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Sí, porque en estas, el 
Juez tiene la potestad 
de verificar que el 
contradictorio se realice 
en igualdad de 
condiciones de las 
partes procesales. 

Contradictorio 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Sí, porque si no se tiene 
en cuenta este principio, 
puede acarrear la 
nulidad de las 
decisiones adoptadas 
por vulneración del 
debido proceso. 

Nulidades 
procesales 

Debido 
proceso 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Igualdad de Armas 

Pregunta 11. ¿Considera usted que la Fiscalía vulnera el principio de igualdad de armas 
en el proceso penal peruano? Si su respuesta es sí, indique ¿de qué manera? 

Entrevistado 
1 

El principio de igualdad 
de armas es vulnerado 
por la Fiscalía cuando 
esta, por ejemplo, 
oculta resultados de 
investigación que son 
favorables para el 
investigado; realiza 
descubrimientos 
parciales y carentes de 
objetividad; se niega a 
realizar actos de 
investigación 
propuestos por la 
defensa del investigado, 
entre otros. 

Falta de 
objetividad 

Descubrimient
os parciales 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

La vulneración del 
principio de igualdad de 
armas se evidencia 
durante la fase de 
investigación preliminar, 
en la que se evidencia 
su proceder inquisitivo, 
como ocurre en el 
recojo de vestigios del 
delito y los indicios de 
culpabilidad. 

Proceder 
inquisitivo. 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
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Entrevistado 
3 

Considero que sí, como 
ocurre cuando el Fiscal 
deja de lado la 
búsqueda de pruebas 
de descargo y formula 
Acusación Directa, lo 
cual acarrea el recorte 
del derecho de defensa 
y de contradicción. 

Falta de 
objetividad 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

Sí, cuando la 
declaración de un 
colaborador eficaz es 
utilizada como elemento 
de convicción para pedir 
una prisión preventiva. 

Falta de 
objetividad 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Sí, el Fiscal descuida su 
función constitucional 
de cautelar la legalidad 
de las actuaciones 
procesales, y por lo 
general, busca por 
cualquier medio acopiar 
únicamente elementos 
de cargo, más no de 
descargo. 

Legalidad 
procesal 

Falta de 
objetividad 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Sí, cuando el Fiscal 
descuida su función de 
cautelar la legalidad de 
las actuaciones 
procesales. 

Legalidad 
procesal 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
7 

Sí, sobredimensiona los 
delitos para lograr la 
autorización judicial de 
allanamientos; así como 
el realizar un 
descubrimiento 
incompleto orientado a 
perjudicar al 
investigado. 

Falta de 
objetividad 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

Sí, puesto que en sus 
investigaciones trata 
por todos los medios de 
reunir elementos de 
cargo, pero no de 
descargo, por lo que 
realiza descubrimientos 
parciales. 

Falta de 
objetividad 

Aplicación 
judicial 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
de la Corte 
Suprema. 
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Inf. Respuesta Codificación 
Abierta 

Codificación 
Axial 

Codificación 
Selectiva 

Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Pregunta 12. Según la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia, ¿de qué 
manera se vulnera el principio de igualdad de armas? 

Entrevistado 
1 

La negatoria para 
admitir medios 
probatorios fundada en 
razones estrictamente 
formalistas. 

Formalismo 
procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
2 

Se modifica la 
calificación jurídica del 
hecho objeto de 
acusación y no se 
concede a la defensa la 
oportunidad para 
contradecirla. 

Desvinculació
n procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
3 

Cuando sobre la base 
de razones 
estrictamente 
formalistas se deniega 
las pruebas ofrecidas 
por la defensa. 

Formalismo 
procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
4 

Se vulnera la igualdad 
procesal  cuando el 
Juez de garantías no 
ejerce control de 
legalidad de la 
acusación, y como 
consecuencia de ello, 
se deja en indefensión 
al acusado. 

Control de 
legalidad 
procesal 

Indefensión del 
acusado 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
5 

Cuando el Juez no 
ejerce un control de 
legalidad de las 
actuaciones procesales. 

Control de 
legalidad 
procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
6 

Cuando en la 
investigación 
preparatoria el Juez no 
tiene en cuenta la 
igualdad entre las 
partes. 

Igualdad de 
condiciones 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 
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Entrevistado 
7 

Limitar el derecho de 
ofrecimiento de 
pruebas, aduciendo 
razones estrictamente 
formalistas.  

Formalismo 
procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Entrevistado 
8 

La denegatoria de la 
admisión de medios de 
prueba aduciendo 
razones estrictamente 
formalistas. 

Formalismo 
procesal 

Pronunciamient
os 
jurisprudenciale
s 

La efectividad de 
la aplicación del 
principio de 
igualdad de armas 
se deduce de los 
pronunciamientos 
jurisprudenciales 

Fuente: Entrevista aplicada a los abogados penalistas (2021). 

4.3. Triangulación de categorías preclusión procesal e igualdad de armas 

Tabla 5 

Triangulación del marco doctrinario, marco legal y marco jurisprudencial 

Categoría: Preclusión Procesal 

Marco Doctrinario Marco Jurídico Marco Jurisprudencial 

Según Vallines (2016), la 
preclusión es la extinción de 
potestades, derechos o facultades 
procesales no ejercitadas por las 
partes involucradas o que pueden 
involucrarse en un proceso penal 
determinado (p. 2). 

El respeto de las formas 
procesales viene 
representado por la 
garantía de legalidad 
procesal, cuyo 
reconocimiento se 
encuentra en el artículo 
138 de nuestra Carta 
Magna. 

Por el principio de preclusión 
no es posible cuestionar 
defectos procesales de etapas 
ya concluidas. 

El cuestionamiento a defectos 
procesales debe realizarse en 
las respectivas etapas 
procesales. (Casación N° 
1547-2018 Nacional). 

Según Vallines (2016, p. 3), para 
que se produzca la preclusión se 
requiere de la concurrencia de los 
cuatro presupuestos operativos y 
de una causal de preclusión que 
ha previsto la normatividad 
procesal. 

Los actos procesales 
deben ser sustanciados 
bajo los principios 
procesales de legalidad 
y preclusión, entre otros 
(Art. 6 de la Ley 
Orgánica del Poder 
Judicial). 

Los artículos 153.2 y 
154.3 del Código 
Procesal Penal refieren 
que no se podrá 
retrotraer el proceso a 

El Fiscal no puede impugnar 
por primera vez en los mismos 
extremos en una tercera 
sentencia, si es que no recurrió 
una segunda sentencia, de lo 
contrario, se lesionaría el 
principio de preclusión 
procesal, y se quebrantaría el 
principio de igualdad de 
armas. (Recurso De Nulidad 
N° 1731-2015 Cajamarca). 
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etapas o periodos ya 
precluidas. 

En el artículo 350 del 
Código Procesal Penal 
se establecen una 
formalidad y un límite 
temporal para el 
ofrecimiento de pruebas. 

La preclusión procesal penal 
presenta dos fundamentos: 1) 
fundamento constitucional, y 2) 
fundamento procesal penal 
(Robles, 2019). 

Según Vallines (2016), es el 
principio de seguridad jurídica el 
fundamento de la preclusión, 
porque con esta, el legislador 
pretende limitar en el tiempo la 
situación de incertidumbre o 
inseguridad que genera el posible 
ejercicio de una potestad o 
facultad procesal. En efecto, para 
poner fin a esta incertidumbre se 
dispone, que en cierto instante el 
poder procesal no ejercitado 
precluya (p. 9). 

Para otros autores, la preclusión 
procesal penal tiene como 
fundamentos otros principios, 
tales como el de eventualidad, el 
principio dispositivo, el de impulso 
procesal, el de incompatibilidad y 
el principio de consumación. 

Existen dos tipos de preclusiones. 
La primera, la preclusión absoluta 
que constituye la extinción 
completa de la facultad para 
realizar actos procesales; 
mientras que, la segunda, la 
preclusión relativa prevé la 
posibilidad de ejercitarla más 
adelante, es decir, existe la 
posibilidad de hacerlo valer en otra 
instancia, etapa o fase procesal. 
(Gandulfo, 2009). 

El respeto de las formas 
procesales viene 
representado por la 
garantía de legalidad 
procesal, cuyo 
reconocimiento se 
encuentra en el artículo 
138 de nuestra Carta 
Magna, concordante con 
el Art. I.2 del Código 
Procesal Penal. 

En el caso de normas 
procesales, la norma que rige 
es la que está vigente en el 
momento de la intervención 
procesal. 

Una norma posterior no puede 

alterar una configuración 

procesal predeterminada, por 

impedirlo el principio de 

preclusión procesal. 

(Sentencia de Casación N° 21-

2019/Arequipa). 

Las excepciones deben ser 

deducidas y resueltas en las 

etapas procesales 

respectivas; caso contrario, la 

oportunidad precluye 

(Casación N° 1618-2018 

Huaura). 

El artículo IX.1 del Título 
Preliminar concordante con el 
inciso 5 del artículo 29 del 
Código Procesal Penal, 
establece que los jueces de la 
investigación preparatoria 
están facultados para 
garantizar la legalidad 
procesal y la igualdad de 
armas. 

Los formalismos vencibles no 
prevalecen sobre el derecho a 
la igualdad procesal, salvo que 
se afecten derechos de las 
partes. (Casación N° 864-2016 
Del Santa). 

La prisión preventiva puede 

solicitarse luego de la 

formalización de la 

investigación preparatoria, 

incluso cuando el procesado 

ya fue condenado CASACIÓN 

N° 1839-2018 ANCASH. 
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Categoría: Principio de Igualdad de Armas 

Marco Doctrinario Marco Jurídico Marco Jurisprudencial 

En palabras de Santacruz (2017), 
el principio de igualdad procesal 
debe entenderse como facultades 
o prerrogativas atribuidas a los
sujetos del proceso, a fin de que
permita su participación efectiva
en la actividad probatoria, así
como para contradecir las 
decisiones tomadas por las 
autoridades (p. 144). 

La igualdad de armas es un 
principio que tiene como finalidad 
corregir el desequilibrio que en la 
práctica acarrea la persecución 
penal para el imputado (Trejo, 
2017, p. 295).   

La interpretación del 
artículo 2.2 de la 
Constitución Política del 
Perú concordado con el 
artículo 6 de la Ley 
Orgánica del Poder 
Judicial, los artículos I.3 
y IX.1 del Código 
Procesal Penal y las 
normas convencionales 
sobre derechos 
humanos, nos lleva a 
sostener que el principio 
general de igualdad ante 
la ley fundamenta el 
principio procesal de 
igualdad de armas. 

Los formalismos vencibles no 

prevalecen sobre el derecho a 

la igualdad procesal, salvo que 

se afecten derechos de las 

partes. (Casación N° 864-2016 

Del Santa). 

Para alegar contravención al 

derecho de igualdad ante la 

ley, es necesario acreditar que 

efectivamente han existido 

evidencias de desigualdad de 

armas. (Recurso de Nulidad N° 

1782-2018 Callao). 

La variación de la tipificación 

del hecho que es objeto de 

acusación se da siempre que 

estas e formule en las fases 

previas del juicio oral, y que se 

haya concedido la oportunidad 

para el contradictorio (Recurso 

De Nulidad N° 1232-2016 

Junín). 

Constituye fundamento del 
principio de igualdad de armas el 
principio general de igualdad ante 
la ley previsto en el inciso 2 del 
artículo 2° de la Constitución 
Política del Perú. 

La igualdad de armas ostenta una 
doble dimensión: como principio 
objetivo y como derecho subjetivo. 

La igualdad de armas 
como principio procesal 
tiene fundamento 
constitucional (Art. 2.2 
de la Constitución 
Política del Perú). 

El Fiscal no puede impugnar 
por primera vez en los mismos 
extremos en una tercera 
sentencia, si es que no recurrió 
una segunda sentencia, de lo 
contrario, se lesionaría el 
principio de preclusión 
procesal, y se quebrantaría el 
principio de igualdad de armas 
(RECURSO DE NULIDAD N° 
1731-2015 CAJAMARCA del 
10/08/2016). 

Fuente: Información de tablas 1, 2 y 3. 
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Tabla 6 

Triangulación de resultados de entrevistas 

Pregunta E1 E2 E3 E4 E5 E6 E7 E8 Analogías Diferencias Conclusiones 

¿Considera 
usted que la 
regulación 
del principio 
de 
preclusión 
en la 
legislación 
procesal 
penal 
peruana es 
la 
adecuada? 
¿Por qué? 

Considero que 
no es 
adecuada, 
porque existen 
casos como el 
artículo 350 
del Código 
Procesal 
Penal en el 
que se 
establece un 
plazo 
preclusivo 
para la 
defensa, más 
no para la 
Fiscalía. 

El principio de 
preclusión se 
encuentra 
regulado de 
forma explícita 
en el Código 
Procesal 
Penal, por 
cuanto se 
hace 
referencia en 
los artículos 
153 y 154. 

Considero que 
no, porque la 
figura procesal 
de la 
preclusión no 
se encuentra 
regulada de 
forma 
específica en 
nuestra 
legislación 
procesal 
penal, por lo 
que su 
aplicación se 
sustenta en el 
principio 
constitucional 
de legalidad 
procesal y en 
la 
jurisprudencia 
penal de la 
Corte 
Suprema de 
Justicia. 

Es 
adecuada 
porque 
existe 
referencia 
explícita en 
el artículo 
154 del 
Código 
Procesal 
Penal; 
asimismo, la 
normatividad 
procesal 
penal se 
refiere a ella 
de forma 
implícita, 
como ocurre 
con los 
plazos para 
las 
actuaciones 
procesales 
de las 
partes. 

No, porque hasta 
el momento no se 
contempla de 
forma expresa en 
nuestro Código 
Procesal Penal. 

Sí, porque el 
Código 
Procesal 
Penal se 
refiere a ella 
en forma 
expresa en el 
artículo 153, 
y además lo 
hace de 
forma 
implícita ya 
que esta 
figura se 
manifiesta en 
la división del 
proceso 
penal en sus 
etapas y 
fases. 

Sí es 
adecuada, 
por cuanto 
existe una 
referencia 
expresa en la 
normatividad 
procesal, 
específicame
nte en los 
artículos 153 
y 154 del 
Código 
Procesal 
Penal. 

Sí, el 
Código 
Procesal 
Penal lo 
regula al 
referirse a 
las 
nulidades 
procesales 
en los 
artículos 
153.2 y 
154.3 

Los E2, E4, 
E6, E7 y E8 
coinciden en 
señalar que si 
es adecuada 
la regulación 
del principio de 
preclusión 
procesal, 
porque existe 
una referencia 
expresa en los 
artículos 153 y 
154 del Código 
Procesal 
Penal. 

Los E1, E3 y 
E5, para 
quienes la 
regulación 
normativa no 
es adecuada, 
toda vez que 
existe 
ausencia de 
referencia 
expresa en el 
Código 
Procesal 
Penal. 

La mayoría de 
los 
entrevistados 
consideran que 
la regulación 
normativa del 
principio de 
preclusión 
procesal es 
adecuada 
porque existe 
una referencia 
explícita en el 
Código Procesal 
penal; aun 
cuando no es 
imprescindible 
que exista en la 
legislación 
procesal en 
forma expresa, 
ya que basta 
que la 
estructura del 
proceso penal la 
origine. 

¿Cuáles son 
los 
fundamento
s del 
principio de 
preclusión 
procesal en 
el proceso 
penal 
peruano? 

La preclusión 
procesal se 
fundamenta en 
los principios 
de seguridad 
jurídica, 
principio de 
impulso 
procesal y 
principio de 

La preclusión 
procesal penal 
tiene 
fundamentos 
de índole 
constitucional 
y procesal 
penal. 
Constitucional
mente, el 

El fundamento 
del principio de 
preclusión 
procesal penal 
lo 
encontramos 
en los 
principios de 
impulso 
procesal, 

La 
preclusión 
procesal 
penal se 
construye 
sobre la 
base del 
contradictori
o. 

La preclusión 
procesal tiene 
como 
fundamentos el 
principio de 
seguridad 
jurídica y el 
principio de 
impulso procesal. 

Constituyen 
fundamentos 
de la 
preclusión 
procesal el 
principio de 
seguridad 
jurídica y el 
principio de 

Se 
fundamenta 
básicamente 
en el debido 
proceso y en 
la tutela 
jurisdiccional. 

Son 
fundament
os de la 
preclusión 
la tutela 
jurisdiccio
nal, el 
debido 
proceso y 
la 

Los E1, E3, E5 
y E6 coinciden 
en señalar que 
el principio de 
seguridad 
jurídica es el 
principal 
fundamento de 
la preclusión 
procesal 

El E2 
considera que 
la preclusión 
procesal penal 
tiene como 
fundamentos 
el de índole 
constitucional 
y el procesal 
penal; el E4 

La mitad de los 
entrevistados 
han coincidido 
en señalar al 
principio de 
seguridad como 
fundamento de 
la preclusión 
procesal; 
mientras que la 
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incompatibilida
d. 

referido 
principio se 
encuentra 
ligado al 
principio de 
legalidad 
procesal 
reconocido en 
el artículo 138 
de la Carta 
Magna. 

principio de 
seguridad 
jurídica, 
principio de 
eventualidad y 
en el principio 
dispositivo. 

impulso 
procesal. 

legalidad 
procesal. 

penal; en tanto 
que el E7 y E8 
consideran 
como 
fundamentos a 
los principios 
de tutela 
jurisdiccional 
efectiva y el 
debido 
proceso. 

considera 
como 
fundamento al 
principio del 
contradictorio. 

otra mitad se 
encuentra 
dividida, de los 
cuales dos 
consideran 
como 
fundamentos los 
principios de 
tutela 
jurisdiccional 
efectiva y el 
debido proceso, 
mientras que los 
dos restantes 
señalan que 
existe un 
fundamento 
constitucional y 
un fundamento 
procesal penal. 

Desde su 
experiencia 
como 
litigante, 
¿los jueces 
garantizan y 
exigen la 
aplicación 
del principio 
de 
preclusión 
procesal en 
el proceso 
penal? ¿Por 
qué? 

Considero que 
sí, porque los 
magistrados 
en su gran 
mayoría tratan 
de garantizar 
el debido 
proceso penal. 

En líneas 
generales, 
considero que 
el Juez si 
garantiza la 
aplicación del 
principio de 
preclusión 
procesal, 
desde luego 
con algunas 
ventajas 
otorgadas al 
Ministerio 
Público. 

Los jueces sí 
garantizan la 
aplicación del 
principio de 
preclusión 
procesal, dado 
que, en la 
mayoría de los 
casos, velan 
que el proceso 
no sea objeto 
de nulidades 
por la 
vulneración de 
la legalidad 
procesal que 
es uno de los 
componentes 
del contenido 
esencial del 
debido 
proceso. 

Sí, dado que 
existe la 
necesidad 
de que el 
proceso 
avance, de 
forma 
progresiva y 
continua. 

Sí, porque su 
observancia 
garantiza un 
debido proceso, y 
se evitan 
nulidades. 

La respuesta 
es sí, dado 
que existe la 
necesidad de 
ordenar y 
organizar el 
contradictorio 
procesal, en 
su defecto, el 
proceso no 
avanzaría, en 
perjuicio de 
los litigantes. 

Sí, por 
cuanto es 
tarea de los 
jueces 
controlar la 
legalidad 
procesal, y 
evitar 
posteriores 
nulidades de 
las 
resoluciones 
emitidas. 

Los jueces 
se ven en 
la 
necesidad 
inevitable 
de 
garantizar 
la 
aplicación 
del 
principio 
de 
preclusión, 
toda vez 
que este 
principio 
forma 
parte del 
contenido 
esencial 
del debido 
proceso, 
por lo que 
su 
inobserva
ncia 
podría 

La totalidad de 
los 
entrevistados 
han coincido 
en señalar que 
los jueces 
garantizan y 
exigen la 
aplicación del 
principio de 
preclusión 
procesal en el 
proceso penal 
peruano, dado 
que existe la 
necesidad de 
garantizar el 
debido 
proceso y 
evitar 
nulidades de 
las 
resoluciones 
judiciales. 

El E2, no 
obstante que 
comparte su 
criterio con los 
demás 
entrevistados, 
considera que 
el Ministerio 
Público goza 
de 
prerrogativas y 
privilegios que 
no lo tiene la 
defensa. 

El conjunto de 
entrevistados 
considera que 
los jueces 
penales 
garantizan y 
exigen la 
aplicación del 
principio de 
preclusión en el 
desarrollo del 
proceso penal. 
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acarrear 
nulidades. 

En su 
experiencia 
como 
litigante en 
el sistema 
penal 
acusatorio, 
¿considera 
que el 
principio de 
preclusión 
procesal se 
materializa 
en el 
desarrollo de 
las 
audiencias? 
¿Por qué? 

Por lo general 
si se 
materializa en 
el desarrollo 
de audiencias 
durante la 
Etapa 
Intermedia y 
en el Juicio 
Oral, caso 
contrario, el 
proceso 
quedaría 
paralizado, 
con las 
consecuencias 
negativas que 
esto 
acarrearía en 
contra del 
investigado. 

El principio de 
preclusión si 
se materializa 
en el 
desarrollo de 
audiencias, 
dado que esta 
figura procesal 
permite el 
avance del 
proceso, caso 
contrario, se 
vulneraría 
otros 
principios 
como el plazo 
razonable y la 
celeridad 
procesal. 

Considero que 
sí, porque 
caso contrario 
en las 
audiencias no 
se 
evidenciaría el 
contradictorio 
progresivo y 
continuo. 

Sí, dado que 
las 
audiencias 
comprenden 
actos 
procesales 
que deben 
realizarse de 
forma 
continua, 
caso 
contrario se 
afecta el 
contradictori
o procesal. 

Si, por ejemplo, 
en la audiencia 
de control de 
acusación, el 
Juez ejerce un 
control judicial de 
la acusación. 

Considero 
que sí, dado 
que las 
audiencias se 
desarrollan 
en forma 
ordenada y 
secuencial, 
requieren que 
se produzca 
la conclusión 
o 
agotamiento 
de un 
momento 
procesal y se 
pase a la 
siguiente fase 
de la serie 
procesal. 

Casi 
siempre, 
dado que la 
esencia de 
las 
audiencias lo 
constituye el 
contradictorio 
procesal, y 
este debe 
darse de 
forma 
progresiva. 

Sí, por 
cuanto en 
las 
audiencias 
no puede 
faltar el 
contradict
orio, y este 
tiene como 
característ
ica la 
continuida
d, por lo 
que es la 
preclusión 
la que 
determina 
su avance 
a través de 
las etapas 
procesales 

Los ocho 
entrevistados 
han coincidido 
en señalar que 
el principio de 
preclusión se 
materializa en 
el desarrollo 
de las 
audiencias, 
puesto que 
existe la 
necesidad de 
lograr que el 
proceso 
avance y se 
garantice su 
progresividad 
a través de las 
etapas y fases 
del proceso. 

No obstante 
que existe 
coincidencia 
en lo principal, 
el E5 resalta la 
importancia 
del control 
judicial de la 
acusación en 
la Etapa 
Intermedia del 
proceso penal 
común. 

El conjunto de 
entrevistados 
considera que el 
principio de 
preclusión 
procesal se 
materializa en el 
desarrollo de 
audiencias, 
puesto que 
permite el 
avance 
ordenado y 
secuencial del 
proceso penal a 
través de las 
etapas y fases 
presentes en su 
estructura. 

¿Considera 
usted que la 
Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal en 
el proceso 
penal 
peruano? Si 
su respuesta 
es sí, 
indique ¿de 
qué 
manera? 

Generalmente, 
la Fiscalía si 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal, 
como ocurre 
cuando 
retarda 
demasiado la 
subsanación 
de 
observaciones 
hechas por el 
Juez. 

La Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
cuando 
incumple con 
los plazos 
establecidos 
para las 
actuaciones 
procesales. 

Sí, se 
pretende 
ofrecer un 
medio 
probatorio en 
la audiencia de 
control de 
acusación. 

Sí, la 
presentación 
del 
requerimient
o de 
acusación 
fuera del 
plazo de los 
15 días que 
establece el 
artículo 344 
del Código 
Procesal 
Penal. 

Sí, se observa 
en la audiencia 
de control de 
acusación, no se 
realiza en forma 
secuencial los 
controles formal 
y sustancial de la 
acusación. 

Sí vulnera, 
cuando la 
Fiscalía 
ofrece 
medios de 
prueba 
extemporáne
os, y estos 
son 
admitidos. 

Sí, cuando 
se pretende 
introducir 
medios de 
prueba, no 
obstante que 
no fueron 
ofrecidos en 
la acusación 
fiscal. 

Sí, en 
algunos 
casos, 
como 
ocurre si el 
Fiscal 
pretende 
modificar 
la 
acusación 
en una 
fase 
procesal 
precluida. 

Los 
entrevistados 
en su conjunto 
han coincidido 
que las 
Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
preclusión en 
el proceso 
penal, puesto 
que en uso de 
sus facultades 
especiales que 
le otorga la 
legislación 
procesal, se 
excede en sus 
facultades. 

No obstante la 
coincidencia 
general en la 
respuesta 
afirmativa, 
existen 
particularidade
s en sus 
fundamentos. 

Desde la óptica 
de la totalidad 
de los 
entrevistados,  
la Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal, debido 
al 
incumplimiento 
de los plazos 
procesales, así 
como de las 
formalidades 
procesales. 

Según la 
jurisprudenci
a penal de la 
Corte 
Suprema de 

El Juez admite 
excepciones 
en la Etapa de 
Juicio Oral. 

Recurrir una 
sentencia en 
los mismos 
extremos que 
en su 

Cuando se 
plantea la 
desvinculación 
procesal sin 
que el Juez 

La 
presentación 
de recursos 
impugnativo
s fuera de 

Cuando el Juez 
de Juicio Oral 
declara fundada 
una excepción de 
cosa juzgada 

La 
desvinculació
n procesal 
que no es 
objeto de 

Cuando la 
defensa del 
acusado 
cuestiona 
defectos 

El 
cuestiona
miento de 
defectos 
procesales 

Los E7 y E8 
coincidieron 
en señalar que 
cuando se 
cuestiona la 

El E1 señala 
que se vulnera 
el principio de 
preclusión 
cuando el juez 

Las respuestas 
dadas para esta 
pregunta son 
variadas, así, 
dos de ellos han 
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Justicia, ¿de 
qué manera 
se vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal? 

momento no 
fueron 
impugnados 
en una 
instancia 
inferior. 

conceda a la 
defensa la 
oportunidad 
para el 
contradictorio. 

los plazos 
establecidos 
en la ley 
procesal 
penal. 

presentada en 
una etapa 
procesal que no 
le corresponde. 

contradictorio
. 

procesales 
de etapas 
procesales 
ya fenecidas. 

en una 
etapa que 
no 
correspon
de. 

existencia de 
defectos 
procesales en 
etapas ya 
fenecidas, se 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal; por 
su parte los E3 
y E6 han 
señalado que 
se vulnera el 
principio de 
preclusión 
cuando se 
plantea la 
desvinculación 
procesal sin 
que se 
conceda a la 
defensa la 
oportunidad 
para 
contradecirla. 

admite 
excepciones 
en la Etapa de 
Juicio Oral; el 
E2 considera 
que se vulnera 
el referido 
principio 
cuando se 
recurre una 
sentencia en 
los mismos 
extremos que 
en su 
momento no 
fueron 
impugnados 
en una 
instancia 
inferior; el E4 
refiere que se 
produce con la 
presentación 
de recursos 
impugnativos 
fuera de los 
plazos 
establecidos 
en la ley 
procesal 
penal. 

señalado que 
cuando se 
cuestiona la 
existencia de 
defectos 
procesales en 
etapas ya 
fenecidas, se 
vulnera el 
principio de 
preclusión 
procesal; 
mientras que 
para los E3 y E6 
la vulneración 
ocurre cuando 
se plantea la 
desvinculación 
procesal sin que 
se conceda a la 
defensa la 
oportunidad 
para 
contradecirla. 

¿Considera 
usted que la 
regulación 
del principio 
de igualdad 
de armas en 
la legislación 
procesal 
penal 
peruana es 
la 
adecuada? 
¿Por qué? 

Considero que 
no es 
adecuada, 
porque la 
legislación 
procesal penal 
vigente otorga 
al Ministerio 
público la 
facultad 
exclusiva de 
realizar actos 
de 
investigación, 
lo que acarrea 
restricciones 

Sí, porque el 
Código 
Procesal 
Penal, en su 
artículo IX 
establece que 
el imputado 
tiene igual 
derecho que el 
Ministerio 
Público. 

Considero que 
no, dado que, 
el Ministerio 
Público cuenta 
con facultades 
muy 
especiales que 
lo hacen 
parecer como 
un sujeto 
privilegiado, 
además de 
contar con una 
logística, 
personal y 
recursos 

No, porque 
en nuestra 
legislación 
procesal 
penal se 
permite que 
el Fiscal 
pueda 
impugnar 
una 
resolución 
estimatoria 
de un pedido 
de 
sobreseimie
nto 

No, porque 
existen vacíos 
normativos que 
abonan el camino 
para que se 
produzcan tratos 
desiguales. 

Sí, en razón a 
que el Código 
Procesal 
Penal en sus 
artículos I.3 y 
IX.1 del Título
Preliminar
otorga a las
partes
iguales
posibilidades
de ejercer las
facultades y
derechos
previstos en
las normas

Considero 
que no, toda 
vez que el 
Código 
Procesal 
Penal le 
otorga al 
fiscal la 
titularidad de 
la acción 
penal 
pública, y en 
razón a ello, 
ostenta 
poderes o 
facultades 

No, 
porque la 
ley 
procesal 
penal le 
otorga al 
Fiscal 
potestade
s o 
facultades 
que no le 
están 
permitidas 
a la 
defensa, 
como, por 

Los E1, E3, E6 
han coincidido 
en señalar que 
la regulación 
del principio de 
igualdad de 
armas en la 
legislación 
procesal penal 
es adecuada, 
señalando 
como 
fundamento lo 
establecido en 
los artículos I.3 
y IX.1 del 

No obstante, 
las 
coincidencias, 
los 
entrevistados 
han precisado 
sus propios 
fundamentos. 
Así, el E5 
fundamenta 
que la 
regulación no 
es adecuada 
porque existen 
vacíos 
normativos 

La mayoría ha 
señalado que la 
regulación del 
principio de 
igualdad de 
armas en la 
legislación 
procesal penal 
peruana no es 
adecuada, dado 
que el Ministerio 
Público goza de 
ciertos 
privilegios y 
prerrogativas 
especiales 



61 

para la 
defensa. 

financiados 
por el Estado. 

formulado 
por el 
acusado; lo 
que no 
ocurre con 
las 
resoluciones 
desestimator
ias que son 
inimpugnabl
es para el 
acusado. 

jurídicas 
nacionales. 

que no están 
permitidas 
para el 
investigado. 

ejemplo, 
realizar 
incautacio
nes o 
allanamien
tos. 

Título 
Preliminar del 
Código 
Procesal 
Penal. 
Los 
entrevistados 
E2, E4, E5, E7 
y E8 han 
respondido 
que la 
regulación del 
referido 
principio es 
inadecuada, 
señalando 
motivos 
diversos. 

que abonan el 
camino para 
que se 
generen tratos 
desiguales. 

respecto de la 
defensa del 
procesado. 

¿Cuáles son 
los 
fundamento
s del 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso 
penal 
peruano? 

En el proceso 
penal, la 
igualdad de 
armas tiene 
origen 
constitucional, 
dado que se 
desprende de 
la igualdad 
ante la ley, 
contemplada 
en el artículo 
2, inciso 2 de 
nuestra 
Constitución 
Política 

El principio de 
igualdad de 
armas tiene 
base 
constitucional, 
toda vez que, 
nuestra 
Constitución 
Política, en su 
artículo 2, 
inciso 2, 
consagra el 
derecho a la 
igualdad ante 
la ley. 

El principio de 
igualdad de 
armas tiene su 
fundamento en 
el derecho 
constitucional 
de igualdad 
ante la ley, 
previsto en el 
artículo 2, 
inciso 2, de 
nuestra 
Constitución 
Política. 

El principio 
de igualdad 
de armas se 
deriva del 
derecho de 
defensa y 
del derecho 
de 
contradicció
n. 

El principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso penal 
constituye parte 
del contenido 
esencial del 
derecho al 
debido proceso. 

Los 
fundamentos 
son los 
principios 
constitucional
es de 
igualdad ante 
la ley y el 
principio del 
contradictorio
. 

El principio 
de igualdad 
de armas se 
fundamenta 
en principios 
constituciona
les, tales 
como: 
principio de 
incompatibili
dad, principio 
de 
consumación 
y principio 
dispositivo. 

El principio 
de 
igualdad 
de armas 
tiene como 
fundament
o el
derecho
constitucio
nal de
igualdad
ante la ley,
el principio
de
contradicci
ón y el
derecho al
debido
proceso.

Los E1, E2, 
E3, E6 y E8 
coinciden en 
señalar que el 
principio de 
igualdad de 
armas tiene 
como 
fundamento la 
igualdad ante 
la ley, 
contemplada 
en el inciso 2 
del artículo 2 
de la 
Constitución 
Política del 
Perú. 

El E4 señala 
que el 
principio de 
igualdad de 
armas se 
deriva del 
derecho de 
defensa y del 
derecho de 
contradicción; 
el E5 que 
constituye 
parte del 
contenido 
esencial del 
debido 
proceso; y el 
E7 considera 
los principios 
de 
incompatibilida
d, principio de 
consumación 
y el principio 
dispositivo. 

La mayoría de 
los 
entrevistados 
consideran a la 
igualdad ante la 
ley como el 
principal 
fundamento; 
seguido por una 
minoría que 
consideran a 
otros principios 
constitucionales 
como el debido 
proceso, el de 
contradicción, 
entre otros. 

Desde su 
experiencia 
como 
litigante, 

Por lo general, 
el Juez sí 
advierte 
situaciones 

En lo que 
concierne al 
principio de 
igualdad de 

Los jueces 
garantizan la 
aplicación del 
principio de 

En los 
procesos 
penales, los 
jueces tratan 

Por lo general, 
los jueces tratan 
de garantizar la 
igualdad de 

Dado que el 
principio de 
igualdad de 
armas es uno 

Considero 
que sí, 
porque los 
jueces tienen 

Considero 
que sí, 
porque los 
jueces 

Los 
entrevistados 
en su totalidad 
consideran 

Las 
diferencias 
radican en las 
razones que 

Todos los 
entrevistados 
han señalado 
que los jueces 
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¿los jueces 
garantizan y 
exigen la 
aplicación 
del principio 
de igualdad 
de armas en 
el proceso 
penal? ¿Por 
qué? 

que acarrean 
un 
desequilibrio 
entre las 
partes 
procesales. 

armas, los 
jueces si 
garantizan la 
igualdad de 
armas, 
siempre que la 
defensa haga 
valer los 
medios que le 
confiere la ley, 
como, por 
ejemplo, 
mediante la 
tutela de 
derechos. 

igualdad de 
armas 
mediante el 
ejercicio de la 
defensa eficaz 
a favor del 
imputado. 

en lo posible 
de que el 
imputado o 
acusado no 
quede en 
indefensión, 
caso 
contrario, las 
decisiones 
que se 
adopten 
pueden ser 
objeto de 
nulidad por 
vulneración 
al debido 
proceso. 

armas, sobre 
todo cuidan que 
el investigado o 
procesado no 
quede en 
indefensión. 

de los 
componentes 
esenciales 
del debido 
proceso, los 
jueces se 
ven en la 
necesidad de 
velar por su 
correcta 
aplicación, 
caso contario 
sus 
resoluciones 
podrían ser 
objeto de 
nulidades. 

la facultad de 
efectuar un 
control de 
legalidad de 
la acusación 
para evitar 
nulidades. 

garantizan 
el debido 
proceso 
entre las 
partes. 

que los jueces 
garantizan y 
exigen la 
aplicación de 
la igualdad de 
armas en el 
proceso penal. 
Los E4, E5, 
E6 y E7 
señalan como 
razones evitar 
las nulidades 
de las 
resoluciones 
judiciales; 
mientras que 
E4 y E8, para 
garantizar el 
debido 
proceso. 

fundamentan 
sus 
respuestas. 
Así, E1 
considera que 
el juez 
advierte 
situaciones 
que acarrean 
un 
desequilibrio 
entre las 
partes del 
proceso; E3 
considera que 
los jueces 
garantizan la 
igualdad de 
armas 
mediante el 
ejercicio de la 
defensa eficaz 
a favor del 
imputado. 

garantizan y 
exigen la 
aplicación del 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso penal. 
La mitad señala 
que esta 
medida tiene 
como propósito 
evitar nulidades 
procesales. 

En su 
experiencia 
como 
litigante en 
el sistema 
penal 
acusatorio, 
¿considera 
que el 
principio de 
igualdad de 
armas se 
materializa 
en el 
desarrollo 
de las 
audiencias? 
¿Por qué? 

El principio de 
igualdad de 
armas se 
materializa en 
el desarrollo 
de audiencias 
penales, en 
cualquiera de 
las etapas del 
proceso penal, 
con las 
limitaciones 
propias de la 
legislación 
procesal 
vigente. 

El principio de 
igualdad de 
armas se 
materializa en 
el desarrollo 
del proceso 
penal, porque 
su 
inobservancia 
acarrearía 
nulidades por 
afectación al 
debido 
proceso que 
es un derecho 
constitucional. 

Sí, porque en 
su defecto, el 
proceso sería 
objeto de 
cuestionamien
tos y 
nulidades por 
afectación al 
debido 
proceso. 

En el 
desarrollo 
de 
audiencias 
penales, se 
materializa 
el principio 
de igualdad 
de armas, 
toda vez que 
su 
inobservanci
a 
contraviene 
el derecho al 
debido 
proceso. 

Considero que 
casi siempre se 
materializa el 
principio de 
igualdad de 
armas, dado que 
es una condición 
necesaria para 
que las 
audiencias no 
sean objeto de 
nulidades. 

Por lo 
general, en 
las 
audiencias 
es el 
escenario 
perfecto para 
que se 
pongan en 
práctica los 
principios 
que 
constituyen 
el debido 
proceso, 
siendo uno 
de ellos el de 
igualdad de 
armas. 

Sí, porque en 
estas, el 
Juez tiene la 
potestad de 
verificar que 
el 
contradictorio 
se realice en 
igualdad de 
condiciones 
de las partes 
procesales. 

Sí, porque 
si no se 
tiene en 
cuenta 
este 
principio, 
puede 
acarrear la 
nulidad de 
las 
decisiones 
adoptadas 
por 
vulneració
n del 
debido 
proceso. 

Los 
entrevistados 
en su totalidad 
considera que 
el principio de 
igualdad de 
armas se 
materializa en 
el desarrollo 
de audiencias. 
Los E2, E3, 
E4, E6 y E8 
fundamentan 
su posición 
señalando que 
su 
inobservancia 
acarrearía la 
vulneración al 
debido 
proceso penal. 

El E7 
considera que 
el principio de 
igualdad de 
armas se 
materializa en 
el proceso 
penal  porque 
el juez tiene la 
potestad de 
verificar que el 
contradictorio 
se realice en 
igualdad de 
condiciones 
de las partes 
procesales. 

La totalidad de 
entrevistados 
ha señalado 
que el principio 
de igualdad de 
armas se 
materializa en el 
proceso penal, 
siendo la 
principal razón, 
evitar la 
vulneración al 
debido proceso. 
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¿Considera 
usted que la 
Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso 
penal 
peruano? Si 
su respuesta 
es sí, 
indique ¿de 
qué 
manera? 

El principio de 
igualdad de 
armas es 
vulnerado por 
la Fiscalía 
cuando esta, 
por ejemplo, 
oculta 
resultados de 
investigación 
que son 
favorables 
para el 
investigado; 
realiza 
descubrimient
os parciales y 
carentes de 
objetividad; se 
niega a 
realizar actos 
de 
investigación 
propuestos 
por la defensa 
del 
investigado, 
entre otros. 

Considero 
que, en 
muchos 
casos, la 
Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas, cuando 
sobredimensio
na los delitos 
para obtener 
autorizaciones 
de 
allanamientos; 
cuando en las 
investigacione
s oculta los 
resultados 
favorables al 
imputado. 

Considero que 
sí, como 
ocurre cuando 
el Fiscal deja 
de lado la 
búsqueda de 
pruebas de 
descargo y 
formula 
Acusación 
Directa, lo cual 
acarrea el 
recorte del 
derecho de 
defensa y de 
contradicción. 

Sí, cuando 
la 
declaración 
de un 
colaborador 
eficaz es 
utilizada 
como 
elemento de 
convicción 
para pedir 
una prisión 
preventiva. 

Sí, el Fiscal 
descuida su 
función 
constitucional de 
cautelar la 
legalidad de las 
actuaciones 
procesales, y por 
lo general, busca 
por cualquier 
medio acopiar 
únicamente 
elementos de 
cargo, más no de 
descargo. 

Sí, cuando el 
Fiscal 
descuida su 
función de 
cautelar la 
legalidad de 
las 
actuaciones 
procesales. 

Sí, 
sobredimensi
ona los 
delitos para 
lograr la 
autorización 
judicial de 
allanamiento
s; así como el 
realizar un 
descubrimien
to incompleto 
orientado a 
perjudicar al 
investigado. 

Sí, puesto 
que en 
sus 
investigaci
ones trata 
por todos 
los medios 
de reunir 
elementos 
de cargo, 
pero no de 
descargo, 
por lo que 
realiza 
descubrimi
entos 
parciales. 

Los 
entrevistados 
en su totalidad 
han coincidido 
en señalar que 
la Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso penal, 
señalando 
diversas 
formas. 
Los E1, E5, 
E7 y E8 
señalan como 
una de las 
formas los 
descubrimient
os parciales 
que realiza el 
Ministerio 
Público en su 
labor de 
investigación.  

El E2 
considera que 
se vulnera la 
igualdad de 
armas cuando 
el Fiscal deja 
de lado la 
búsqueda de 
pruebas de 
descargo y 
formula 
Acusación 
Directa, lo cual 
acarrea el 
recorte del 
derecho de 
defensa y de 
contradicción. 
Por su parte, 
el E3 señala 
que se afecta 
el referido 
principio 
cuando la 
declaración de 
un 
colaborador 
eficaz es 
utilizada como 
elemento de 
convicción 
para solicitar 
una prisión 
preventiva. 
 
 

La totalidad de 
los 
entrevistados 
considera que 
la Fiscalía 
vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso penal, 
señalando 
como una de 
las principales 
formas la 
realización de 
descubrimientos 
parciales por 
parte de la 
fiscalía durante 
la investigación 
penal. 

Según la 
jurisprudenci
a penal de la 
Corte 
Suprema de 
Justicia, ¿de 
qué manera 
se vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas? 

La negatoria 
para admitir 
medios 
probatorios 
fundada en 
razones 
estrictamente 
formalistas. 

Se modifica la 
calificación 
jurídica del 
hecho objeto 
de acusación 
y no se 
concede a la 
defensa la 
oportunidad 
para 
contradecirla. 

Cuando sobre 
la base de 
razones 
estrictamente 
formalistas se 
deniega las 
pruebas 
ofrecidas por 
la defensa. 

Se vulnera 
la igualdad 
procesal  
cuando el 
Juez de 
garantías no 
ejerce 
control de 
legalidad de 
la 
acusación, y 

Cuando el Juez 
no ejerce un 
control de 
legalidad de las 
actuaciones 
procesales. 

Cuando en la 
investigación 
preparatoria 
el Juez no 
tiene en 
cuenta la 
igualdad 
entre las 
partes. 

Limitar el 
derecho de 
ofrecimiento 
de pruebas, 
aduciendo 
razones 
estrictamente 
formalistas. 

La 
denegatori
a de la 
admisión 
de medios 
de prueba 
aduciendo 
razones 
estrictame
nte 

Los 
entrevistados 
señalan 
diversas 
formas en que 
de acuerdo a 
los casos 
conocidos por 
la Corte 
Suprema de 
Justicia del 

El E2 
considera que 
se vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas  cuando 
se modifica la 
calificación 
jurídica del 
hecho objeto 
de acusación 

Como se 
aprecia, la 
totalidad de 
entrevistados 
considera que 
se vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas en el 
proceso penal, 
señalando 



64 

como 
consecuenci
a de ello, se 
deja en 
indefensión 
al acusado. 

formalistas
. 

Perú se 
vulnera el 
principio de 
igualdad de 
armas. Al 
respecto los 
E1, E7 y E8 
consideran 
que se 
produce 
cuando sobre 
la base de 
razones 
estrictamente 
formalistas se 
deniega el 
ofrecimiento 
de pruebas. 

y no se 
concede a la 
defensa la 
oportunidad 
para 
contradecirla; 
el E4, cuando 
el Juez de 
Investigación 
Preparatoria 
no ejerce 
control de 
legalidad de la 
acusación, y 
como 
consecuencia 
de ello, se 
deja en 
indefensión al 
acusado. 

como una forma 
importante el 
denegar el 
ofrecimiento 
probatorio 
aduciendo 
razones 
estrictamente 
formalistas. 

Fuente: Entrevista aplicada a los abogados penalistas (2021). 
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Con respecto al objetivo general que consistió en analizar de qué manera se 

relacionan los principios de preclusión procesal e igualdad de armas en la 

jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia del Perú, en el periodo 2015 

al 2020, los hallazgos muestran que ambas figuras jurídicas se encuentran 

estrechamente vinculadas, dado que en su condición de principios, comparten la 

misma naturaleza, es decir, son mandatos de optimización, adoptando una relación 

de implicación y complementariedad. Estos resultados guardan relación con lo 

establecido por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en el Recurso de Nulidad N° 1731-2015 Cajamarca; esto es, que el 

Fiscal no podría impugnar por primera vez en los mismos extremos en una tercera 

sentencia, si es que no recurrió una segunda sentencia. Admitir lo contrario, 

vulneraría los principios de preclusión procesal e igualdad de armas. Aunado a ello, 

encontramos que la Sala Penal Nacional (2017), ha señalado que la preclusión 

procesal se encarga de ordenar y organizar el contradictorio en cada etapa o fase 

procesal; en tanto que para Santacruz (2017), el principio procesal de igualdad de 

armas persigue dotar a las partes de los medios y oportunidades equilibradas para 

ejercer sus derechos de manera eficaz en el itinerario procesal. Asimismo, los 

resultados son consistentes con otros estudios como los realizados por Moratto 

(2019) y Omkar (2017), así como con la teoría de la relación jurídica y la teoría de 

la justicia de John Rawls (Santacruz, 2017, p.137). 

Respecto al primer objetivo específico que consistió en analizar la regulación del 

principio de preclusión procesal en el Código Procesal Penal peruano, el análisis 

de los resultados nos permite sostener que el referido Código ofrece una referencia 

explícita del principio de preclusión en los artículos 153, inciso 2 y 154, inciso 3. 

Asimismo, dado que esta categoría procesal se manifiesta en las fases y etapas 

del proceso penal, no es imprescindible que exista en la legislación procesal en 

forma expresa, basta que la estructura del proceso penal la origine. En ese sentido, 

la preclusión en el proceso penal constituye un imperativo de que los actos 

procesales sean realizados en las fases o etapas procesales respectivas; caso 

contrario se extinguirá la facultad de realizarlos, o su realización carecerá de efecto 

alguno. Este resultado es consistente con otros estudios realizados sobre la 

preclusión en el proceso penal, como es el caso de (Vallines, 2016). 
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Asimismo, según los resultados de las entrevistas, la mayoría de los participantes 

ha señalado que existe una regulación adecuada del principio de preclusión 

procesal en el Código Procesal Penal peruano, haciendo hincapié en la regulación 

implícita, y que, por tratarse de un principio procesal penal, no requiere de 

configuración expresa, como se señaló en el párrafo precedente, basta que la 

estructura del proceso penal lo origine. 

Sin duda, los resultados obtenidos comparten las conclusiones de trabajos 

realizados anteriormente y que han sido considerados como antecedentes de esta 

investigación. Así, se pone énfasis en el respecto de los principios procesales, 

siendo uno de ellos el principio de preclusión procesal, el cual permite la realización 

de un proceso penal ordenado y célere que coadyuve a una eficaz administración 

de justicia (Lozano y Ramírez, 2018, p. 75). Del mismo modo, se señala que las 

investigaciones realizados de forma subsidiaria en la etapa intermedia del proceso 

penal contravienen el principio de preclusión, dado que estas se realizan al margen 

de los plazos previstos en el Código Procesal Penal (Muñoz, 2019, p. 126). No 

compartimos la regulación legal que recibe la preclusión en la legislación procesal 

colombiana, toda vez que esta puede ser invocada casi de manera exclusiva por la 

fiscalía (Acosta, 2018, p. 136). 

Respecto del segundo objetivo específico que consistió en analizar los 

fundamentos que rigen el principio de preclusión en el proceso penal peruano, los 

resultados obtenidos del análisis de las fuentes doctrinales señalan que la 

preclusión procesal presenta dos fundamentos: el primero, el fundamento 

constitucional recogido en el artículo 138 de la Constitución Política del Perú, que 

reconoce el principio de legalidad procesal; mientras que el segundo, el fundamento 

procesal penal lo encontramos en varios artículos del Código Procesal Penal, en 

cuyas disposiciones se precisan las formalidades que rodean a los actos procesales 

para ser acreditados como válidos, estando en armonía con lo señalado por Robles 

(2019). Coincidimos con lo postulado por Vallines (2016) quien refiere que el 

principio de preclusión tiene como uno de sus principales fundamentos a la 

seguridad jurídica, dado que, con esta, es posible establecer ciertos límites a la 

situación de incertidumbre que se origina por el ejercicio de sus facultades jurídico 

procesales.  
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Ahora bien, los resultados de las entrevistas evidencian que para la mayoría de los 

participantes el fundamento principal de la preclusión procesal lo constituye el 

principio de seguridad jurídica, seguido por un número menor que adicionan otros 

principios procesales como los de eventualidad e impulso procesal, entre otros. 

Respecto del tercer objetivo específico, que consistió en analizar la aplicabilidad del 

principio de preclusión en el proceso penal peruano a partir de la jurisprudencia 

nacional; los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia del Perú, a través 

de la Casación N° 21-2019/Arequipa, FJ 5; Casación N° 1618-2018-Huaura, FJ 9.3, 

y Casación N° 864-2016 Del Santa, ha puesto énfasis en la necesidad de que los 

actos procesales se realicen en el momento fijado por la ley, caso contrario se 

pierde la oportunidad para realizarlos. Del mismo modo, se ha pronunciado la Corte 

Suprema de Justicia, a través de la Sala Penal Transitoria en el Recurso de Nulidad 

N° 1731-2015/Cajamarca, FJ 5, y en la Casación N° 1457-2018 Nacional. 

Según el análisis de los resultados de las entrevistas, la totalidad de participantes 

considera que los magistrados exigen y garantizan la aplicación de la preclusión 

procesal como principio en el proceso penal, pues lo que se busca es garantizar el 

debido proceso y evitar nulidades procesales. Asimismo, se señala que la 

preclusión se evidencia en el desarrollo de las audiencias, dado que este principio 

procesal permite el avance del proceso, caso contrario, se vulneraría otros 

principios como el plazo razonable y la celeridad procesal. Del mismo modo, la 

mayoría considera que la Fiscalía vulnera el referido principio, al incumplir los 

plazos establecidos; con la presentación de recursos impugnativos contraviniendo 

la legalidad procesal respecto de los plazos; cuando se declara fundada una 

excepción presentada en una etapa que no le corresponde; si se cuestiona defectos 

procesales de etapas o fases procesales ya concluidas; entre otros. Estos 

resultados están alineados a las conclusiones arribadas por Muñoz (2019, p. 126), 

para quien las investigaciones realizadas de forma subsidiaria en la etapa 

intermedia, contravienen el principio de preclusión, dado que estas se realizan fuera 

de los plazos establecidos legalmente. 

Respecto del cuarto objetivo específico que consistió en analizar la regulación del 

principio de igualdad de armas en el Código Procesal Penal peruano, los resultados 

obtenidos ponen de manifiesto que la igualdad de armas, como principio procesal 
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penal, se encuentra regulado en el Código Procesal Penal Art. I.3 y IX.1 del Título 

Preliminar, en los que se destaca que las partes en el proceso penal tienen el 

derecho a participar en igualdad de condiciones en las diversas fases que 

comprende la actividad probatoria en materia penal, de conformidad con la 

Constitución y la ley procesal. Asimismo, se señala que los jueces están facultados 

para salvaguardar el principio de igualdad de armas, debiendo superar todos los 

escollos que obstaculicen su ejercicio. Este resultado se encuentra alineado con 

las investigaciones realizadas por Santacruz (2017) y Castro (2017). 

Al respecto, la mayoría de abogados especialistas entrevistados señalaron que la 

regulación del principio procesal de igualdad de armas en la normativa penal no es 

adecuada, considerando como razones que el Código Procesal Penal otorga al 

Fiscal facultades o poderes muy especiales que lo hacen parecer como un sujeto 

privilegiado, además de la logística, personal y recursos financiados por el Estado, 

con los que cuenta. 

Respecto al quinto objetivo específico que consistió en analizar los fundamentos 

que rigen el principio de igualdad de armas en el proceso penal peruano, los 

resultados obtenidos evidencian que el principio procesal de igualdad de armas en 

el proceso penal es una derivación del principio general de igualdad ante la ley, 

recogida en el artículo 2.2 de la Constitución Política del Perú. Sin embargo, de 

manera opuesta a los hallazgos en el caso peruano, tenemos a Moratto (2019), 

según el cual, el Tribunal Constitucional español ha mostrado ambigüedad cuando 

ha hecho referencia al principio de igualdad de armas; tal es así que en algunas de 

sus sentencias ha señalado que esta categoría deriva del principio de contradicción; 

en otras, que esta es parte del contenido esencial de la tutela judicial efectiva, o 

que forma parte del derecho a un juicio justo; finalmente que se deriva del derecho 

de defensa (pp. 13-14). 

Por su parte, el análisis de los resultados obtenidos de las entrevistas aplicadas a 

los abogados especialistas en la materia pone de manifiesto que el principio de 

igualdad de armas tiene fundamento constitucional, específicamente en el inciso 2 

del artículo 2 de la Constitución Política del Perú; así como en el derecho al debido 

proceso, en el derecho de defensa y de contradicción, entre otros. 
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Respecto del sexto objetivo específico que consistió en analizar la aplicabilidad del 

principio de igualdad de armas en el proceso penal peruano a partir de la 

jurisprudencia nacional, los resultados ponen de manifiesto una serie de 

pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia del Perú, a través de la Sala 

Penal Permanente en la Sentencia de Casación N° 53-2010/Piura, FJ 10.2 y 10.3  

y en la Casación N° 864-2016 Del Danta, FJ 5.4, en las que se ha señalado la 

necesidad de que los jueces cautelen el derecho de las partes para que puedan 

intervenir en el desarrollo de la actividad probatoria, sin más restricciones que las 

estrictamente necesarias. De forma similar se ha pronunciado la Sala Penal 

Transitoria en los Recursos de Nulidad N° 1782-2018 Callao y en el Recurso de 

Nulidad N° 1232-2016 Junín. 

Por su lado, como resultado de la aplicación de entrevistas a los abogados 

especialistas se ha determinado que los jueces exigen y garantizan la aplicación 

del principio procesal de igualdad de armas, dado que este es uno de los elementos 

esenciales del debido proceso, razón por la cual, los jueces se ven en la necesidad 

de velar por su correcta aplicación, caso contario sus resoluciones podrían ser 

objeto de nulidades. 

Los resultados obtenidos se encuentran alineados con los trabajos de investigación 

considerados como antecedentes, por lo cabe destacar a García (2019), quien 

considera que se produce contravención al principio procesal de igualdad de armas, 

por cuanto el Ministerio Público tiene facilidades de acceso y proximidad a peritos, 

así como también por inobservancia de reglas procesales. En este mismo sentido, 

Santacruz (2017) concluyó que, en el proceso penal mexicano, no se evidencia la 

aplicación del referido principio, fundamentalmente porque no se dota a la defensa 

de las mismas opciones para ofrecer, actuar y contradecir las pruebas, sobre todo 

en los casos de personas acusadas de crimen organizado. Contrariamente Diez y 

Vivares (2020) en su estudio concluyó que la normativa procesal penal colombiana 

garantiza el principio de igualdad de armas, en un contexto en el que se 

contraponen dos intereses, el del acusador privado y el de la defensa. 
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V. CONCLUSIONES

1. En relación al objetivo general se concluye que los principios de preclusión

procesal e igualdad de armas son dos figuras jurídicas vinculadas y

consecuentes la una de la otra; en su condición de principios, comparten la

misma naturaleza, es decir, son mandatos de optimización, que adoptan

una relación de implicación y complementariedad; asimismo, ambos

principios se encuentran regulados en el Código Procesal Penal; tienen

fundamentos similares y ambos han sido abordados por la jurisprudencia

penal de la Corte Suprema de Justicia del Perú.

2. En relación al objetivo específico 1 se concluye que el principio de

preclusión procesal presenta una referencia explícita en los artículos 153,

inciso 2 y 154, inciso 3 del Código Procesal Penal; asimismo, dado que esta

categoría procesal se manifiesta en las fases y etapas del proceso penal,

no es imprescindible que exista en la legislación procesal en forma expresa,

basta que la estructura del proceso penal la origine.

3. En relación al objetivo específico 2 se concluye que hay acuerdo sobre la

existencia del principio de preclusión en el proceso penal, sin embargo, no

lo hay en cuanto a sus fundamentos; algunos autores consideran que la

preclusión tiene como fundamento el principio de seguridad jurídica, dado

que, con esta, es posible establecer ciertos límites a la situación de

incertidumbre que se origina por el ejercicio de facultades jurídico-

procesales; por su parte, otros se inclinan por considerar que la preclusión

procesal penal presenta dos fundamentos: el fundamento constitucional y

el fundamento procesal penal.

4. En relación al objetivo específico 3 se concluye que la Corte Suprema de

Justicia del Perú ha enfatizado en la necesidad de que los actos procesales

sean realizados en las fases o etapas procesales respectivas, caso

contrario se extinguirá la facultad de realizarlos, o su realización carecerá

de efecto alguno; en este sentido, la preclusión constituye un límite

temporal para el ejercicio de facultades procesales, con lo que se garantiza

el avance del proceso y se evita dilaciones indebidas que afectan principios

como el de economía y celeridad procesal.
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5. En relación al objetivo específico 4 se concluye que el principio de igualdad 

de armas se halla regulado en los artículos I.3 y IX.1 del Título Preliminar 

del Código Procesal Penal, y que en su condición de mandato de 

optimización, demanda su cumplimiento en diversos niveles con base en 

las posibilidades fácticas y jurídicas del caso en particular, especialmente 

preceptúa la optimización de la igualdad material entre el Ministerio Público 

y la defensa respecto de las garantías y derechos que les confiere la 

Constitución y la ley procesal, de manera que ninguno se sitúe en una 

posición de desventaja por la presencia de privilegios o desigualdades que 

favorezcan a una de las partes, en detrimento de la otra. 

6. En relación al objetivo específico 5 se concluye que hay consenso sobre la 

existencia de la igualdad de armas como principio en el proceso penal, sin 

embargo, no lo hay respecto de su fundamento; así, están los que 

consideran que el referido principio es una derivación del principio general 

de igualdad ante la ley recogido en el inciso 2 del artículo 2 de la 

Constitución Política del Perú; mientras que para otros es parte del principio 

de contradicción; están quienes consideran que el referido principio integra 

la tutela judicial efectiva, o que forma parte del juicio justo; y están los que 

consideran como parte del debido proceso penal. 

7. En relación al objetivo específico 6 se concluye que la Corte Suprema de 

Justicia del Perú, a través de sus pronunciamientos, ha establecido la 

necesidad de que los jueces cautelen el derecho de las partes a intervenir 

en el desarrollo del proceso, sin más restricciones que las estrictamente 

necesarias.  
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VI. RECOMENDACIONES

1. La legislación y la jurisprudencia penal con el soporte de la doctrina deben

orientarse a influir de manera positiva en la consecución de los fines del

proceso penal, a través del tratamiento adecuado de los principios básicos,

entre otros, el de igualdad de armas y el de preclusión procesal.

2. Sobre la base de la existencia de la preclusión relativa, establecer

supuestos de carácter muy excepcional que permitan al juzgador, en cada

caso concreto, evaluar sobre la base de su experiencia, atenuar o no la

aplicación de la preclusión procesal respecto de las actuaciones de las

partes procesales, teniendo en consideración que la atenuación no debe

afectar el principio de legalidad procesal.

3. Establecer supuestos de carácter excepcional que permitan al juzgador,

en cada caso concreto, evaluar sobre la base de su experiencia, atenuar

o no la aplicación del principio procesal de igualdad de armas en torno a

las actuaciones de las partes en el proceso penal, siempre que no se 

afecten derechos de los intervinientes.  

4. Las actuaciones procesales deben desarrollarse de forma ordenada y

organizada y en observancia de ciertos principios como los de

contradicción, igualdad de armas y debido proceso penal.
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Anexo 1 

Matriz de Categorización Apriorística 

Título: Preclusión Procesal y Principio de Igualdad de Armas, Corte Suprema del Perú, 2015-2020 

  ÁMBITO TEMÁTICO 
Y ESPACIAL 

PROBLEMA DE 
INVESTIGACIÓN 

PREGUNTAS DE 
INVESTIGACIÓN 

OBJETIVO 
GENERAL 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS CATEGORÍ
AS 

SUBCATEGORÍAS 

Temático: La 
preclusión procesal y 
el principio de igualdad 
de armas en la 
jurisprudencia penal de 
la Corte Suprema de 
Justicia del Perú. 

Espacial: Corte 
Suprema de Justicia 
del Perú. 

En teoría, los 
principios de 
preclusión procesal 
e igualdad de armas 
garantizan un 
proceso penal 
ordenado y 
progresivo, en el 
cual las partes van a 
contar con idénticas 
oportunidades y 
potestades al 
momento de 
exponer y defender 
sus pretensiones. 
En la práctica, se 
evidencia un 
desequilibrio entre 
fiscalía y defensa 
del imputado, dado 
que no cuentan con 
oportunidades 
equitativas de 
acusación y 
defensa. 

¿De qué manera 
se relacionan los 
principios de 
preclusión 
procesal e 
igualdad de armas 
en la 
jurisprudencia 
penal de la Corte 
Suprema de 
Justicia del Perú, 
en el periodo 2015 
al 2020? 

Analizar de qué 
manera se 
relacionan los 
principios de 
preclusión 
procesal e 
igualdad de armas 
en la 
jurisprudencia 
penal de la Corte 
Suprema de 
Justicia del Perú, 
en el periodo 2015 
al 2020 

1. Analizar la regulación del
principio de preclusión
procesal en el Código
Procesal Penal peruano.

2. Analizar los fundamentos
que rigen el principio de
preclusión procesal en el
proceso penal peruano.

3. Analizar la aplicabilidad del
principio de preclusión en el
proceso penal peruano a
partir de la jurisprudencia
nacional.

4. Analizar la regulación del
principio de igualdad de
armas en el Código
Procesal Penal peruano.

5. Analizar los fundamentos
que rigen el principio de
igualdad de armas en el
proceso penal peruano.

6. Analizar la aplicabilidad del
principio de igualdad de
armas en el proceso penal
peruano, a partir de la
jurisprudencia nacional.

Preclusión 
procesal 

- Regulación legal.
- Requisitos de la

preclusión.
- Tipos de 

preclusiones.
- Fundamento de la

preclusión.
- La preclusión

procesal en la
jurisprudencia
penal de la Corte
Suprema de
Justicia del Perú.

Principio de 

igualdad de 

armas. 

- Regulación legal.

- Fundamento.

- Dimensiones.

- La igualdad de

armas en la

jurisprudencia

penal de la Corte

Suprema de

Justicia del Perú.

   Fuente: Elaboración propia (2021). 
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Anexo 2 

GUÍA DE ENTREVISTA 

La presente guía de entrevista tiene por finalidad conocer de qué manera se 

relacionan los principios de preclusión procesal e igualdad de armas en la 

jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia del Perú, en el periodo 2015 

al 2020. Se le agradece por anticipado su valiosa colaboración, considerando que 

los resultados de esta investigación constituirán un aporte importante al sistema 

procesal penal.  

I. INSTRUCCIONES:

Esta guía de entrevista consta de 12 preguntas. Lea con mucha atención cada

una de ellas y responda de manera concreta y precisa.

II. PREGUNTAS

1. ¿Considera usted que la regulación del principio de preclusión en la
legislación procesal penal peruana es la adecuada? ¿Por qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

2. ¿Cuáles son los fundamentos del principio de preclusión procesal en el
proceso penal peruano?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

3. Desde su experiencia como litigante, ¿los jueces garantizan y exigen la
aplicación del principio de preclusión procesal en el proceso penal? ¿Por
qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

4. En su experiencia como litigante en el sistema penal acusatorio, ¿considera
que el principio de preclusión procesal se materializa en el desarrollo de las
audiencias? ¿Por qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 
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5. ¿Considera usted que la Fiscalía vulnera el principio de preclusión procesal
en el proceso penal peruano? Si su respuesta es sí, indique ¿de qué
manera?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

6. Según la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia, ¿de qué
manera se vulnera el principio de preclusión procesal?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

7. ¿Considera usted que la regulación del principio de igualdad de armas en la
legislación procesal penal peruana es la adecuada? ¿Por qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

8. ¿Cuáles son los fundamentos del principio de igualdad de armas en el
proceso penal peruano?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

9. Desde su experiencia como litigante, ¿los jueces garantizan y exigen la
aplicación del principio de igualdad de armas en el proceso penal? ¿Por qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

10. En su experiencia como litigante en el sistema penal acusatorio, ¿considera
que el principio de igualdad de armas se materializa en el desarrollo de las
audiencias? ¿Por qué?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

11. ¿Considera usted que la Fiscalía vulnera el principio de igualdad de armas
en el proceso penal peruano? Si su respuesta es sí, indique ¿de qué
manera?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

12. Según la jurisprudencia penal de la Corte Suprema de Justicia, ¿de qué
manera se vulnera el principio de igualdad de armas?
.........................................................................................................................
.........................................................................................................................
......................................................................................................................... 

Gracias por su colaboración. 
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